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Desde la crisis financiera de 2007-2008, el des-
empleo y el subempleo juvenil en Europa han 
alcanzado cotas máximas, solo comparables a 
los periodos de excepción pre o post bélicos del siglo XX. 
El marco ideológico hegemónico (el neo-libe-
ralismo) que ha legitimado la Mercantilización 
y Financialización de un número creciente de 
esferas socio-económicas hasta ahora maneja-
das desde el sector público, se ha hecho hege-
mónico a escala global
En esta situación es altamente probable que 
muchos de estos jóvenes desempleados no 
tengan nunca una carrera laboral “normaliza-
da” tal y como se ha entendido hasta ahora.
Su situación de empleo coexistirá con periodos 
de desempleo, inactividad y formación que se 
irán combinando a lo largo de su vida profesio-
nal. Son las generaciones ignoradas, que viven 
la transición desde los Estados de Bienestar a 
los Estados de Austeridad impulsados por el 
neo-liberalismo y la crisis financiera. 
Una perspectiva profesional así definida tiene 
efectos muy importante sobre la capacidad de 
estos jóvenes para tomar iniciativas de em-
prendimiento, participación social y emanci-
pación personal. Estas decisiones, en los con-
textos institucionales en los que se desarrollan, 
explican a su vez la capacidad de estos jóvenes 
para mantenerse a sí mismo, a sus familias y 
contribuir a la prosperidad del país o la socie-
dad donde viven. 
En este sentido, los ni-nis (neets en su no-
menclatura inglesa: young people not in em-
ployment, education or training) son tal vez 
el grupo más vulnerable en el contexto actual 
de creciente mercantilización, políticas de aus-
teridad y devaluación interna. Los ninis son 
aquellos jóvenes que no están en empleo, edu-
cación o formación, que no adquieran capital 
humano a través de canales formales y que son 
más propensos a acumular varias desventajas 
laborales que les hacen altamente vulnerables 
a la exclusión social (Eurofound, 2012).
Hay tres tipos de ninis: los convencionales (en 
desempleo de largo o corto plazo fuera de pro-
gramas de formación continua, readaptación o 
educación formal), los no-disponibles (unavaila-
ble) que incluye jóvenes con responsabilidades 
familiares y jóvenes que están enfermos o dis-
capacitado; y los desenganchados,(disengaged) 
que están desmotivados y sin esperanza de 
tener una carrera profesional normalizada. 
Viven en contexto de exclusión y llevan a cabo 
estilos de vida asociales.
La población NEET (15-24 años) ha aumenta-
do considerablemente desde el inicio de la re-
cesión, pasando del 10,9% en 2007 al 12,4% 
en 2014 en la UE En muchos Estados miem-
bros, las tasas son las más altas desde 2008 
(Bulgaria, Croacia, Chipre, Grecia, Italia, Ruma-
nia y España). En España el porcentaje ha au-
mentado significativamente del 12% al 17,1% 
en el periodo analizado (Eurostat, 2015) Esto 
son cinco puntos porcentuales por encima de 
la media europea, un dato que debería consti-
tuir una prioridad política de todas las fuerzas 
políticas y sociales y que sin embargo sigue 
siendo un motivo más de conflicto ideológico 
más que técnico.
El costo económico que la UE está pagando por 
tener tal cantidad de ninis se cifra en 150 mil 
millones de euros en 2013, lo que represen-
ta un aumento de 12 mil millones respecto a 
2012 en el que este organismo cifró el coste en 
150 mil millones  (Eurofound, 2014 y 2012). 
Son costes derivados no sólo de la retirada de 
una parte importante de jóvenes del mercado 
de trabajo y de la educación/formación, tam-
bién lo que implica la retirada de la partici-
pación cívica en la sociedad, con el riesgo de 
interrupción de la confianza interpersonal e 
institucional.
Volver a poner en la agenda de prioridades a 
estas generaciones ignoradas es vital porque 
va más allá de los jóvenes, y se extiende a toda 
la sociedad en su conjunto. Los jóvenes son 
vitales para resolver problemas importantes 
relacionados con la sostenibilidad de las pen-
siones, la financiación de la educación o la sa-
nidad. 
Además, los jóvenes a menudo se asocian con 
respuestas y soluciones nuevas a viejos pro-
blemas, por lo que siempre existe la esperanza 
de que sean capaces de formular nuevas for-
mas de integración socio-laboral distintas a los 
que ha impuesto el “Consenso de Washington” 
España lidera los rankings de desempleo juve-
nil, abandono escolar y número de ninis en la 
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EU.  Es, sin duda, un problema al que no hemos 
sabido dar respuesta en los últimos cuarenta 
años. Es por eso que ya va siendo hora de sa-
lir de esa vergonzosa realidad que nos impide 
prosperar, llevar a cabo con éxito el cambio de 
modelo productivo y avanzar hacia una socie-
dad más integrada y libre.
En lo que sigue, me propongo explicar lo que 
nos ha traído a la situación que estamos vi-
viendo y dar paso al resto de artículos que 
componen los dos volúmenes de esta publica-
ción dedicada al desempleo juvenil.
Jóvenes y Exclusión Laboral: Como 
hemos llegado hasta aquí? Apo-
geo y declive del Capitalismo del 
Bienestar.
El apogeo de ciertas formas de producción in-
dustrial (el fordismo y el taylorismo), el desa-
rrollo de políticas de provisión social (estado 
del bienestar), la intervención pública en eco-
nomía según patrones de activación de deman-
da (keynesianismo) y una forma determinada 
de articulación familiar (basada en un “cabeza 
de familia” normalmente varón) dieron forma 
al orden socioeconómico predominante du-
rante la época de oro del capitalismo del bien-
estar. Es lo que Crouch (1999) definió como el 
“Compromiso de mitad de siglo”.
Los empresarios buscaron una fuerza laboral 
estable vinculada al funcionamiento interno 
de la empresa, mientras que la principal pre-
ocupación de los sindicatos fue proteger la es-
tabilidad en el empleo (Sengenberger, 1981). 
Esta coincidencia de intereses en un contexto 
de crecimiento económico dio como resultado 
una legislación laboral protectora que facilitó 
el aumento del empleo estable (permanente a 
tiempo completo). 
El gasto público, principalmente en educación 
y sanidad, aumentó la capacitación de una 
fuerza laboral cada vez más acta para el de-
sarrollo de sectores intensivos en capital y de 
alto valor añadido. Al mismo tiempo los segu-
ros de desempleo, pensiones y otras prestacio-
nes garantizaron unos niveles de demanda en-
tre quienes estaban fuera del mercado laboral, 
lo que a su vez estimuló una mayor legitimidad 
al “Compromiso de mitad de siglo”.
La legislación protectora y el contexto de pleno 
empleo empujaron al alza los salarios y redujo 
los incentivos para que los trabajadores acep-
tasen trabajos de baja remuneración. Se recu-
rrió a la emigración para cubrir estos puestos, 
lo que originó un mercado dual o segmentado1 
de trabajadores protegidos y bien remunera-
dos y otro desprotegido y de baja remunera-
ción en condiciones laborales más precarias 
(Berger y Piore 1980; Sengenberger 1981) . 
Esta situación pudo mantenerse estable hasta 
las crisis del petróleo de 1973-74 y 1978-79. 
Las empresas vieron limitadas sus previsiones 
de beneficios por condiciones económicas más 
desfavorables  (aumento de las materias pri-
mas) que se tradujeron en mayor desempleo 
y previsiones de gasto y déficit público mayo-
res. El modelo social que surge del “Compro-
miso de mitad de siglo” entra no sólo en crisis 
por su efecto sobre la Crisis Fiscal del Estado 
(O´Connor, 1973) también porque afecta a la 
legitimidad misma del sistema. 
Es una crisis económica que se transforma en 
una crisis de racionalidad ante la incapacidad 
de las instituciones públicas para dar respues-
1 Las teorías de la segmentación buscaron desle-
gitimar las teorías del capital humano que pro-
ponían una fuerte correlación entre cualificación 
profesional-educativa y productividad laboral. Au-
tores como Gary Becker (1964) defendieron que 
aquellos que invieten más en su educación son más 
productivos, y como consecuencia tendrán los em-
pleos más seguros y mejor pagados. Sin embargo 
esas explicaciones no pueden explicar satisfacto-
riamente la disparidad de salarios entre emplea-
dos con cualificaciones semejantes. Inicialmente 
la segmentación laboral fue atribuida al tamaño de 
la empresa (Averitt 1968), ya que usualmente las 
grandes compañías tienden a ofrecen más empleo 
protegido mientras las más pequeñas tienden a of-
recer más trabajos desprotegidos. Esto se debe a a 
la utilización intensiva de capital y los altos grados 
de sindicalización de las empresas del centro frente 
a las pequeñas empresas de la periferia que hacen 
un uso intensivo del factor trabajo, tienen bajos 
beneficios, baja productividad, alta competencia 
de sus productos en el mercado y escasa sindical-
ización Bluestone (1970). Desde una perspectiva 
vinculada a la especializacion tecnica Doeringer 
y Piore (1971) interpretan la segmentación como 
una cuestión de mercados internos. A pesar de los 
problemas de rigidez, los empresarios promueven 
mercados laborales internos de empleo seguro y 
bien pagado porque reduce los costes que impli-
caría tener que formar constantemente a traba-
jadores para puestos específicos dentro de la em-presa.
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ta a la crisis y que termina en un crisis de legiti-
midad que promueve una crisis de motivación 
que lleva aparejado un rechazo a los principios 
y normas que rigen una sociedad (Habermas, 
1975). Como plantea Warger (2011) la actual 
hegemonía neo-liberal no es entendible sin la 
crisis de legitimidad que sufre el Capitalismo 
Democrático o Capitalismo del Bienestar.
Para superar la crisis se optó por una estrate-
gia de aumento de la productividad, expansión 
de mercados y descentralización del trabajo 
que hizo necesarios procesos más intensos 
de flexibilidad laboral, innovación tecnológica 
y movilidad de capital, lo que a su vez favo-
reció la aparición de mercados laborales más 
interdependiente y menos regulados (Castells 
1996). 
Aparece un nuevo modelo de “especialización 
flexible” (Piore y Sabel, 1984) que busca supe-
rar la rígida estructura fordista de producción 
en serie, líneas de ensamblaje y empleo esta-
ble y bien remunerado. La creación de empleo 
en los nuevos espacios postfordistas de pro-
ducción y distribución, cada vez más descen-
tralizada y flexible, requería una fuerza laboral 
cada vez más mercantilizada. 
El transito hacia formas de empleo mas mer-
cantiizadas se hizo a traves de un modelo de 
“empresa flexible” (Atkinson y Meaguer, 1986) 
que buscaba dividir a la fuerza laboral en dos 
grupos de trabajadores, protegidos (core) y 
desprotegidos (periphery) con los que ganar 
mayor de flexibilidad interna (con los protegi-
dos) y externa  (con los desprotegidos). 
La desprotección, vía mercantilización, era 
presentada como un requisito ineludible para 
animar el crecimiento y la creación de empleo. 
Los altos e igualitarios salarios, las limitacio-
nes al despido y la excesiva generosidad de las 
prestaciones sociales fueron señaladas como 
responsables del débil crecimiento de una Eu-
ropa ”esclerotizada” frente al dinamismo nor-
teamericano (Ellman 1985; Lindbeck 1992; 
Krumgman 1993; Siebert 1997).  
El Consenso de Mitad de Siglo” da paso a un 
nuevo consenso, lo que Howell (2002) llamo el 
“Consenso Trasatlántico”,  y otros llaman “Con-
senso de Washington” de fuerte inspiración 
neoclásica, que plantea una dicotomía entre 
empleo e igualdad. No es posible más igualdad 
y más empleo a la vez porque las medidas que 
favoreces lo primero impiden lo segundo. 
Las generosas prestaciones que favorecen la 
igualdad son vistas como un desincentivo a la 
aceptación de empleos de bajo salario (Lynch 
1989; Layard, Nickell y Jackman 1996,), lo que 
prolonga los períodos de desempleo (Bertola 
1990) y estimula las presiones inflacionistas 
manteniendo tasas de demanda altas e irreales 
(Siebert 1997).
Los empresarios incorporan los costes de des-
pido a su estrategia de contratación, de tal for-
ma que el número de trabajadores contratados 
es menor de lo que podría ser si no existiesen 
costes de despido (Wagschal, 1997; Bertola, 
2000). Los contratos temporales generan ade-
más menos costes impositivos en materia de 
seguridad social y en muchos casos permiten 
el acceso a subvenciones públicas orientadas 
al fomento del empleo (Dale and Bamford, 
1998). En muchos casos la viabilidad económi-
ca de sectores altamente estacionales como la 
hostelería, la agricultura, el turismo o la cons-
trucción, depende de la contratación temporal 
(Tam, 1997).
Sin embargo, ya en los años 90s habia serias 
dudas sobre si la “esclerosis europea” era tal 
y de que empleo e igualdad fuesen incompa-
tibles. Cuando se comparaba Holanda y los 
Estados Unidos, en Holanda períodos de alta 
desigualdad salarial coinciden con caídas del 
empleo, y viceversa, períodos de alta igualdad 
son acompañados de tasas de crecimiento del 
empleo similares a las estadounidenses (Sal-
verda 1998). 
Cuando observamos datos de empleo y po-
breza en los primeros años de la década de 
los 90, la idea de dinamismo americano (fuer-
te crecimiento y creacion de empleo con alta 
desigualdad) versus esclerosis europea (de-
bil crecimiento y creacion de empleo con alta 
igualdad  no supera el análisis. Los países 
escandinavos (excepto Finlandia) combinan 
bajas tasas de desempleo con tasas de pobre-
za que se encuentran entre las más bajas del 
mundo, mostrando así que no hay una relación 
inevitable entre empleo e igualdad. (Marx y 
Verbist, 1998). 
Para Howell (2002) Bélgica y Alemania hicie-
ron coincidir descensos sustanciales de la des-
igualdad en el período 1979-97, con aumentos 
del desempleo mucho menores que países 
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como el Reino Unido, Canadá y Nueva Zelanda, 
estos con niveles comparativamente altos de 
desigualdad durante el mismo período. 
En esta linea Holanda y Dinamarca, a pesar de 
tener niveles comparativamente bajos de des-
igualdad, vivieron experiencias distintas de 
desempleo en los 90. El primero disminuyendo 
sus niveles de desempleo, mientras Dinamar-
ca los aumentó ligeramente. Estos argumentos 
han llevado a algunos autores a plantear que 
los altos niveles de desempleo europeo duran-
te los setenta, más que a la rigidez del mercado 
laboral y a la generosidad de las prestaciones 
sociales, son atribuibles a shocks del lado de la 
oferta (suply-side shocks) y a las políticas res-
trictivas en materia de gasto (Samek, 2000).
Europa y el Consenso Trasatlantico. 
El Pacto de Estabilidad y Crecimiento (Maas-
tricht, 1992) es la respuesta europea a estos 
requerimientos de mas mercantilización y 
liberalización. Los Pactos dan prioridad a la 
consolidación del mercado único y el estable-
cimiento del euro como un objetivo esencial 
para convertir la UE un polo económico com-
petitivo en la globalización. 
Sin embargo, el euro y la imposibilidad de de-
valuaciones pro-competitivas hace que las po-
líticas presupuestarias nacionales pierdan su 
función contra-cíclica. Además, la falta de un 
instrumento presupuestario netamente euro-
peo (en la actualidad el presupuesto europeo 
es del 1,04% del PIB, frente al 19% del gobier-
no federal norteamericano) restringen cual-
quier posibilidad de que la UE pueda jugar este 
papel contra-cíclico que el Pacto anula para los 
Estados miembros. 
El leitmotiv del Pacto es reforzar la “cohesión” 
y la “convergencia” de las economías del Euro 
en su tránsito hacia modelos económicamente 
viables y competitivos con la ayuda financiera 
y los fondos estructurales de la UE para facili-
tar la transición. 
Sin embargo lejos de favorecer la cohesión, el 
Pacto se ha traducido en un creciente desequi-
librio entre las economías excedentarias (pres-
tamistas) y orientadas a la exportación, y las 
economías dependientes del crédito externo 
para seguir financiándose (Horn et al, 2009).
El pacto fue diseñado intencionadamente in-
completo. No hay una autoridad central que 
gobierne el Euro, ni un régimen fiscal común, 
ni ningún esquema de igualación de pagos 
entre economías fuertes y débiles (Lehndorff, 
2015). A diferencia de cualquier otra divisa, el 
euro es la única moneda que ha sido diseñado 
como moneda sin gobierno 
Los gobiernos alemanes han sido especial-
mente vehemente a la hora de impedir que se 
pusiese en marcha una verdadera institución 
central que gobernase el euro, algo  indispen-
sable para cualquier moneda. Los alemanes se 
oponen porque piensan que esta institución 
central socavaría la independencia del Banco 
Central Europeo. 
El objetivo es tener vigilado y controlado al 
sector público y nada mejor que impedir li-
mitaciones al déficit y la deuda pública en los 
términos indicados en el Pacto (3% y 60% res-
pectivamente). Curiosamente Alemania fue el 
primer país en violar el Pacto, a la que se unió 
Francia, aunque no fueron sancionados, lo que 
arruino parcialmente la credibilidad del Pacto.
Los Pactos y los incumplimientos de Alemania 
y Francia tuvieron un efecto negativo en las 
economías menos productivas. El lanzamien-
to del euro significaba que no se podían hacer 
devaluaciones locales para hacer más compe-
titiva sus economías, favoreciendo las exporta-
ciones y encareciendo las importaciones. Esto 
explica porque en la actualidad las economías 
menos competitivas están obligados a llevar a 
cabo una “devaluación interna” a través de im-
portantes recortes en los salarios, los derechos 
laborales, los programas sociales y los gastos 
en infraestructura pública (Borrell, 2014).
La falta de sistema de armonización impositi-
vo en la UE desalienta cualquier intento de au-
mentar los ingresos fiscales con más presión 
sobre los estratos más rico de la población en 
las economías menos competitivas. De hacerlo 
se enfrentarían a graves riesgos de evasión fis-
cal a países con regímenes fiscales más bajos 
y a un menor acceso al capital disponible para 
inversión.
En paralelo, el Pacto de Estabilidad y Creci-
miento han dejado la “dimensión social” de la 
UE en manos de los gobiernos nacionales, don-
de es más fácil imponer medidas restrictivas 
al gasto evocando el Pacto y la autoridad del 
Banco Central Europeo. Por eso, aunque la UE 
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siempre ha seguido una tradición ampliamen-
te definida como “modelo social Europeo”, las 
políticas sociales no han encontrado acomodo 
en la agenda europea.
La dimensión social queda subordinada al im-
perativo de la mercantilización y la libre circu-
lación de mercancías y capital para consolidar 
un mercado único. Esto ha dado lugar a una 
clara asimetría en favor de políticas que pro-
muevan la construcción de mercado (market-
building) sobre  corrección del mismo (mar-
ket- correcting) (Scharpf, 2002; Leibfried, y 
Pierson, 2005; Apeldoorn 2006). 
Esta asimetría es una cuestión del desigual po-
der de negociación y de la compleja estructura 
institucional de la UE. El conflicto de intereses 
entre Capital y Trabajo se ha traducido en la 
priorización de los intereses empresarial en la 
agenda de la UE. El proceso de toma de decisio-
nes, normalmente restringido a élites naciona-
les y grupos de presión privados, no ha encon-
trado en estos el respaldo suficiente para que 
la política social encontrase  un espacio propio 
en el ámbito de la UE (Apeldoorn, 2006).
Además, la compleja configuración multinivel 
institucional de la UE, no ayuda mucho desa-
rrollo de un modelo social europeo. El pre-
dominio de los Estados nacionales sobre las 
instituciones de la UE hace difícil la tarea de 
armonización social. Los incentivos para la 
coordinación son escasos como consecuencia 
de las diferencias en la evolución económi-
ca, preferencias políticas, sistemas políticos e 
identidades culturales. Estas particularidades 
impiden acuerdos son soluciones comunes bá-
sicas comunes sobre todo en el ámbito social 
(Ferrara, 2005).
La Crisis financiera de 2008 y las Políti-
cas de Austeridad.
La crisis financiera de 2008 está exacerbando 
la expansión de estos procesos de mercantili-
zación y liberalización bajo reglas más auto-
ritarios en la UE. Estamos siendo testigos de 
una transformación desde el “estado de im-
puestos” (Tax State) al “Estado Consolidado” 
(Consolidated State) a través de “Estado de la 
Deuda” (Debt State) (Streeck, 2013). Es una 
versión reforzada de lo que Dufresne y Pernot 
(2013) han definido como el “Régimen Auste-
ritario” y Offe (2013a, 2013b) como el “Estado 
de Austeridad”.
La UE es cada vez más el resultado del control 
que las élites financieras ejercen sobre los pro-
cesos de toma de decisiones. Sólo el carácter 
antidemocrático, despolitizado y tecnocrático 
de la UE (Offe,2013) explica por qué después 
de gastar generosamente billones de euros en 
el rescate de los bancos a expensas del contri-
buyente, los líderes europeos insisten en se-
guir imponiendo las mismas políticas. 
Cada vez más los europeos somos el resultado 
de una visión más preocupada por los consu-
midores que por los ciudadanos. La transición 
de la “UE de los ciudadanos” a “de la UE de los 
consumidores” no necesita mecanismos de 
control y legitimación democrática, sino más 
bien una transferencia continua de poder de 
los parlamentos democráticos a las agencias 
reguladoras independientes. Agencias que son 
independientes de los parlamentos, pero alta-
mente permeable a los intereses de las gran-
des corporaciones. (Ramos y Egea, 2012).
Esta estrategia de priorizar el mercado refuer-
za dos tensiones crecientes. En primer lugar, 
entre las economías prestamista que rechazan 
nuevas transferencias financiados con impues-
tos y garantías de crédito y las economías en-
deudadas del Sur que rechazan medidas adi-
cionales de austeridad y otras imposiciones 
financieras. 
En segundo lugar una tensión creciente en-
tre el interés de los inversores financieros y 
grandes corporaciones (crecientes beneficios 
a través de las políticas de mercantilización, li-
beralización y austeridad,) y el amplio interés 
de los ciudadanos europeos (redistribución, 
regulación y participación democrática).
Las consecuencias de la crisis y las polí-
ticas de austeridad. 
En los últimos cinco años, la Unión Monetaria 
ha estado al borde del colapso varias veces. 
Los programas de estímulo fiscal keynesianos 
sugeridos por varias organizaciones interna-
cional a finales de 2008 fue adoptada por po-
cos países y para un periodo corto de tiempo. 
Desde entonces, prácticamente todas las eco-
nomías europeas han optado por la misma es-
trategia de recorte de gasto -principalmente 
gastos sociales y servicios públicos- aumento 
de impuestos – principalmente los indirectos 
derivados del consumo-, mayor disciplina fis-
cal y reformas del mercado de trabajo basadas 
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en la devaluación salarial y el empeoramiento 
de las condiciones de trabajo para superar la crisis.
La dependencia que los estados miembros de 
la UE han ido acumulando con el sector finan-
ciero para superar la crisis se ha visto reforza-
da por la imposición de las políticas de auste-
ridad. Con el fin de evitar el colapso financiero, 
los gobiernos en Estados endeudados tuvieron 
que confiar en los bancos para obtener la liqui-
dez necesaria para rescatar a sus economías. 
Mientras los Estados se endeudaban, el Banco 
Central Europeo (BCE) concedía créditos casi 
ilimitados a coste cero a la banca privada para 
impulsar el crédito en los estados endeudados 
a tasas de interés más bajas. 
Lógicamente la banca privada prefiere seguir 
prestando a los Estados y comprando su deu-
da pública que prestar a familias y empresas. 
La opción alternativa de que el BCE prestase 
directamente a los Estados en lugar de a la 
banca privada ni siquiera se consideró, entre 
otras cosas porque los estatutos del BCE no lo 
permiten.
Además, puesto que los planes de rescate es-
tán condicionados a la aplicación de una serie 
de programas de austeridad, disciplina presu-
puestaria y devaluación interna, el programa 
neo-liberal puede alcanzar su plenitud con la 
crisis que el mismo ha desencadenado.
Sin embargo, esta política de “austeridad coor-
dinada en la depresión” es contraproducente 
y puede ahondar la crisis más que superarla. 
La reducción del déficit reduce el crecimien-
to, que a su vez reduce los ingresos públicos y 
alienta nuevas presiones para reducir el déficit 
y así sucesivamente. El crecimiento del PIB en 
la UE-28 está en torno al 0% y la deuda respec-
to al PIB no ha dejado de crecer en el periodo 
2008-2014, con picos por encima del 90% en 
la zona euro, Francia y España en el 100% y pi-
cos por encima de 125% en Grecia, Italia, Por-
tugal e Irlanda, muy lejos del límite del 60% 
del Pacto de Crecimiento y Estabilidad (Euros-
tat, 2015).
El desempleo de la zona euro alcanzó un nuevo 
récord (11,6%) en junio de 2014. Un año más 
tarde se situó ligeramente por debajo (11,1%) 
lo que afecta a 17,8 millones de trabajadores, 
El desempleo es ahora más estructural y por 
tanto más difícil de reducir, mientras que para 
las personas empleadas, el empleo es más ines-
table y precario (Eurostat 2015) (OIT 2015). 
Con todas las economías de la UE consolidan-
do sus déficits al mismo tiempo, los efectos de 
la crisis es probable que continúen durante los 
próximos años, con lo que la salida de la crisis 
será larga.
Estas cifras confirman que los programas de 
austeridad se basan en un mal diagnóstico y 
una terapia contraproducente. El diagnóstico 
erróneo es que las economías del sur de Euro-
pa se vieron afectados por el mismo problema 
de tipo fiscal. Esto no es cierto. España fue el 
estudiante más aventajado y sobresaliente de 
la zona euro, con una deuda muy por debajo 
de los criterios del Pacto  (38,9% frente al 60% 
exigido), superávit presupuestario (frente al 
3% de déficit permitido) y una inflación con-
trolada. 
Algo similar puede decirse de Irlanda, y en me-
nor medida en Portugal. Sólo Grecia sufrió un 
problema fiscal grave y consolidado. Sin em-
bargo, la terapia de austeridad se ha aplicado 
al sur de Europa en su conjunto, una medicina 
terrible cuyas consecuencias estamos ya su-
friendo.
Para Offe (2013) la inclusión de la periferia 
sur-europea menos competitiva en la zona 
euro fue un error, sin embargo la posibilidad 
de deshacer la Eurozona volviendo al “status 
quo ante” no es una opción. La operación de 
rescate es obligatoria para la supervivencia de 
la UE, a pesar de la actual estructura institucio-
nal de la UE - antidemocrático, despolitizado y 
altamente tecnocrática- que hace improbable 
la implementación de un paquete de rescate 
exitoso.
Además es altamente improbable que la opi-
nión pública de los países del norte aceptase 
alegremente transferencias hacia el Sur, mien-
tras que nuestra opinión pública podría no to-
lerar más políticas de austeridad durante más 
tiempo. Esto ha dado lugar a muchas interpre-
taciones que apuestan por sacar al Sur de la 
zona euro. Pero como plantea Offe esto no es 
una opción pues todos acabarían perdiendo.
Estas tensiones colocan a la UE en el marco 
del “doble movimiento” de Polanyi, donde los 
excesos de los mercados alientan demandas 
populares para aumentar la intervención del 
Estado para implementar políticas redistribu-
tivas que favorezcan mayor igualdad. Para Po-
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lanyi (1944) la elección entre más mercado o 
más Estado es falsa. Los mercados no surgen 
espontáneamente de acuerdo a las leyes de 
oferta y demanda, sino a las acciones adopta-
das por los Estados (eliminar impedimentos 
para el comercio, la inversión y la mano de 
obra) para promover la actividad económica: 
“laissez-faire was planeed» 
Pero una vez que la inversión  el comercio son 
liberados de regulaciones y restricciones, los 
excesos inherentes que desatan los mercados- 
empobrecimiento, desigualdad y precariedad 
- provocan demandas populares de compensa-
ción a través de programas sociales estatales.
Las políticas de austeridad y devaluación in-
terna promovida por la UE y seguida por otras 
economías occidentales nos llevan a lo que 
Hedges (2015) define como los salarios de re-
belión (Wages of rebellion) que llevan un im-
perativo moral a la revuelta. 
En tanto que los jóvenes son los más perjudi-
cados por la crisis y por las políticas de auste-
ridad, no es extraño que en los países más cas-
tigados por las crisis sean los jóvenes quienes 
están jugando un papel muy activo en la con-
figuración de nuevas alternativas económicas 
más democráticas e inclusivas en línea con lo 
planteado por Polanyi.
Este es el verdadero debate en la UE tras el 
fracaso de Maastricht y el Euro. Que podemos 
hacer para no retroceder en el proceso de inte-
gración europeo. Pero mientras estos debates 
continúan, cabe preguntarse, ¿Qué hace la UE 
para paliar los efectos de la crisis en lo que a 
paro e integración laboral de jóvenes se refie-re? 
Las medidas de la UE para hacer frente 
al desempleo juvenil Europeo.
Teniendo en cuenta el importante impacto que 
la crisis ha tenido sobre los niveles de desem-
pleo juvenil en todo el Unión Europea, en los 
últimos años, la Comisión Europea (CE) ha pre-
sentado una serie de propuestas para abordar 
el desempleo juvenil. Estas propuestas se cen-
tran principalmente en las siguientes áreas: 
• Reducir el abandono escolar prematuro;
• La modernización de la educación y la for-
mación, incluida la formación profesional;
• Facilitar el acceso de los jóvenes al merca-
do de trabajo;
• Promoción de la movilidad en la UE;
• Garantizar un uso más eficiente de los 
fondos europeos para las actividades en 
el campo del empleo de los jóvenes.
En 2010, la CE puso en marcha la iniciativa 
insignia (flagship) “Juventud en Movimien-
to” (2010-2014), una de los siete iniciativas 
emblemáticas de la Estrategia Europa 2020. 
Con un enfoque centrado en la educación y el 
empleo, esta iniciativa contenía cuatro líneas 
principales de actuación: la formación perma-
nente; promoción de la educación superior; 
fomento de la movilidad; y la mejora de la si-
tuación laboral de los jóvenes. 
Medidas concretas incluida la iniciativa «Tu 
primer trabajo EURES» (un portal de trabajo 
en línea) puesto en marcha en 2012 y la Ini-
ciativa  Oportunidades para Jóvenes (YOI) lan-
zado en 2011 (CE, 2012E). Esta iniciativa se 
centró en la prevención de abandono escolar 
prematuro, el desarrollo de habilidades perti-
nentes para el mercado laboral, el fomento de 
las primeras experiencias de trabajo y la pro-
moción de prácticas y la formación en el pues-
to de trabajo. 
Un año en la iniciativa, tanto el Consejo Eu-
ropeo y el Parlamento Europeo continuaron 
expresando su preocupación por la crisis de 
desempleo de los jóvenes y pidió más medidas 
para abordar esta cuestión como “iniciativas 
sobre las garantías de la juventud y en un mar-
co de calidad para (Comisión Europea, 2012i) 
periodos de prácticas. 
Este fue recogido en el Paquete o Estrategia de 
Empleo Juvenil 2014-2020, que continua las 
iniciativas anteriores y las amplía (CE, 2012b). 
La CE anunció por primera vez el paquete de 
Empleo Juvenil en diciembre de 2012 y que 
comprende una gama de diferentes medidas 
con el objetivo de impulsar el empleo juvenil 
(Comisión Europea, 2012h). 
La Garantía juvenil está en el centro del pa-
quete de Empleo Juvenil y que será analizado 
con profundidad en Rodríguez y Ramos (2016) 
dentro del análisis de empleo juvenil en Espa-
ña que desarrolla el ICEI-Complutense.
Otras medidas vinculadas a la Estrategia de 
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Empleo:
• Marco de Calidad para Prácticas (Quality 
Framework for Traineeships): como una 
vía de entrada para jóvenes en el mercado 
laboral. Para asegurarse de que los perio-
dos de prácticas incluyen el aprendizaje 
de calidad y las condiciones de trabajo 
apropiadas y no puede ser considerado 
como un sustituto de puestos de trabajo 
regulares, la CE propuso una Recomenda-
ción del Consejo sobre un marco de cali-
dad para periodos de prácticas.
• Alianza Europea para Aprendizajes (Euro-
pean Alliance for Apprenticeships) busca 
aumentar la oferta, calidad y atractivo de 
aprendizaje en Europa, promoviendo una 
transición suave de la escuela al trabajo, 
el fomento de competencias con relevan-cia para el mercado laboral y la mejora de 
los desajustes de capacidades en toda la 
UE. 
• Plan de movilidad integrada para los jóve-
nes (EURES): Con la ayuda de EURES, se 
anima a los jóvenes nacionales de la UE de 
entre 18 y 30 a encontrar trabajo en otro 
Estado miembro europeo. 
Desde un punto de vista financiero, el compro-
miso de la UE de lucha contra el desempleo 
juvenil y la desconexión laboral a través del 
Fondo Social Europeo (FSE). En línea con la Re-
comendación del Consejo, los Estados miem-
bros de la UE se comprometieron a la creación 
de un Garantía juvenil en su país que ofrece a 
todos los jóvenes menores de 25 una oferta de 
buena calidad dentro de los cuatro meses de 
su situación de desempleo o que salgan de la 
educación formal. 
Para ello, los Estados miembros se pidió a dise-
ñar sus vías hacia una Garantía Juvenil en for-
ma de Garantía Juvenil Planes de Implementa-
ción (YGIP), que se presentaron a la Comisión 
Europea a finales de 2013 y principios de 2014 
(véase Comisión Europea, 2015f para algunos 
de los YGIPs disponibles públicamente). 
Justificación del Estudio del Desempleo 
juvenil en España.
El Estudio sobre empleo juvenil que presenta-
mos en este y otros dos números de los Wor-
king Papers del ICEI, se inscriben dentro del 
proyecto financiado por la Comisión Europea 
titulado Empleo Juvenil en España (convocato-
ria COMM/MAD/2014/02). 
Tras esta reflexión sobre los condicionantes 
de la crisis, su origen y vinculación con el nue-
vo modelo de Capitalismo promovido por el 
neo-liberalismo, en especial su impacto en los 
jóvenes y sus posibles salidas, a continuación 
presentamos cinco capítulos que analizan ele-
mentos esenciales de la realidad socio-laboral 
española con alto rigor empírico y espíritu 
propositivo. 
Lucía Vicent analiza “La situación laboral de 
la juventud española desde una perspectiva 
comparada”.  A continuación Mª Eugenia Ruiz-
Galvez estudia “La realidad salarial de los jóve-
nes en España desde una perspectiva compa-
rada”. Luis Recuenco analiza como la situación 
de desempleo y precariedad laboral que sufren 
los jóvenes afectará el sistema de pensiones. 
Finalmente Carlos Rodríguez explora las po-
tencialidades del hipersector digital en la crea-
ción de empleo juvenil. 
Un análisis adicional realizado por Carlos Ro-
dríguez y Javier Ramos se centrará en “El sis-
tema español de Garantía Juvenil y Formación 
profesional dual en el marco de la Estrategia 
de Empleo”.
Con estos artículos aspiramos a aportar nues-
tra reflexión al debate sobre la necesidad de 
priorizar un plan de empleo juvenil vinculado 
a una transformación general del sistema pro-
ductivo. Un plan que explore las potencialida-
des de nuevos sectores económicos en el ámbi-
to digital, ecológico o social y consolide formas 
más innovadores en sectores tradicionales de 
la agricultura, la industria y los servicios. Un 
plan que anime, a la vez, la innovación y formas 
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Uno de los rasgos comunes del área comunitaria es la escasez del empleo que, en muchos ca-sos, se ha visto acompañada de una gran destrucción de puestos durante los más de seis años de 
recesión económica que arrastramos. La coyuntura amplifica un proceso de desregularización de las condiciones y los derechos laborales que no es nuevo, sino que resulta de una controvertida 
aplicación de medidas flexibilizadoras en el pasado cuya máxima expresión la ofrece la juventud. 
Un segmento definido por la precariedad que concentra las mayores dificultades generadas en los 
mercados y las traslada al plano vivencial en un camino de difícil retorno.
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One of the main features in the Community area is the scarcity of employment, a problem often 
coupled with a high job destruction recorded during the more than six years of the current eco-
nomic recession. The economic situation amplifies a process of deregulation of labour rights and 
working conditions. This phenomenon is not new but the result of a past controversial implemen-
tation of flexibility measures whose greatest exponent is found in youth. This section of the popu-
lation is characterized by the highest levels of precarity which translate to their day-to-day life and 
oblige them to take a path with a difficult return.
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El reto del empleo requiere un lugar urgente en 
el debate comunitario. En las sociedades mod-ernas, el mecanismo principal de integración personal y social, ha sido el trabajo1. No se trata simplemente del hecho de alcanzar un 
trabajo –que también– sino lo que a él asocia-
mos: ingresos, estabilidad, y autorrealización, 
entre otros muchos otros factores. Cuando las relaciones laborales son equitativas, el empleo ayuda a distribuir la capacidad adquisitiva, siendo, por tanto, cada vez más necesario crear nuevos puestos, y al mismo tiempo, que los creados tengan una calidad razonable y sean 
accesibles de manera igualitaria al conjunto de la población.Las altas tasas de desempleo que arrastran los 
distintos miembros de la Unión Europea (UE), 
conjugadas con la destrucción de puestos de 
trabajo que ha supuesto la crisis económica, sitúan a muchos países al borde de un colapso 
social sin precedentes. Esta situación ha evi-denciado que la promoción de la cohesión so-
cial para el conjunto de la ciudadanía, objetivo por el que parecía apostar el proyecto europeo en sus comienzos, ha quedado replegado por otras cuestiones consideradas prioritarias por los líderes y representantes políticos de las in-stancias supranacionales. La importancia que 
adquiere este fenómeno es mayor, si cabe, de-
bido al trasfondo de varios procesos de largo 
alcance. Entre ellos, al menos dos mantienen una vinculación directa con lo ocurrido en el 
mercado de trabajo. Por un lado, la apuesta, 
durante más de cuatro décadas, por la flexibi-lidad como vía para la creación de empleo, que 
ha supuesto, entre otras cosas, la reconfigura-
ción de los mercados de trabajo en el conjunto 
de países de la UE. Por otro, la crisis financiera y económica global que ha impactado en toda la región, con especial dureza en varios países del área comunitaria conocidos como la per-
iferia europea que, además de intensificar las 
dificultades arrastradas en el plano laboral, 
dificulta emprender respuestas coordinadas 
más allá de las medidas correctoras que exige la coyuntura. 
1 Al utilizar el término trabajo se hace alusión a la concepción tradicional que lo asocia a aquel que se realiza dentro de los límites del mercado a cambio de una contraprestación. Desde una perspectiva 
más amplia, sería más preciso referirme a empleo 
para poner de manifiesto que existen otros trabajos 
(autoempleo, cuidados o trabajo voluntario) que no se incluyen pero que contribuyen con el bienestar y desarrollo de la sociedad.
A pesar de las diferencias en la intensidad del 
fenómeno, existen problemas compartidos por cada uno de los miembros integrantes que 
consolidan un modelo de crecimiento excluy-ente de crecientes segmentos de la población. Sin menospreciar las consecuencias que estas 
alteraciones han ocasionado al conjunto de 
la clase trabajadora, los efectos más dramáti-cos han recaído en grupos sociales concretos, 
representados por aquellos con dificultad de entrada al mercado y posiciones degradadas 
una vez acceden a él (migrantes, mujeres y 
jóvenes). Con todo, la máxima expresión de esta controvertida situación que acontece en 
Europa, es retratada, al menos en España, por 
los más jóvenes, a los que se les impide alcan-zar los niveles de seguridad, independencia y 
autonomía económica suficientes para asegu-rarse las posibilidades de emancipación y las condiciones de vida de las generaciones prede-cesoras. 
Esfuerzos incesantes hacia la búsqueda de empleo, trayectorias precarias inacabables, 
situaciones laborales insatisfactorias o circun-stancias personales que rozan la marginali-
dad social forman parte de los innumerables 
relatos que hoy nos ofrece la juventud y que 
configuran un panorama desolador con pocas 
oportunidades en el horizonte. No es extraño, por tanto, que las posiciones discursivas más 
presentes pongan el foco sobre la absoluta ex-
cepcionalidad de la situación, por su extensión 
en el tiempo así como por su profundidad y consecuencias.
1. La apuesta por la flexibilidad en 
el marco comunitario y la coyun-
tura actual.Antes de la crisis surgida a comienzos de los años setenta, el contrato social que se mantuvo 
en Europa estuvo marcado por un momento 
de esplendor económico iniciado al finali-
zar la Segunda Guerra Mundial. Durante este periodo, el aumento de los niveles de ocupa-
ción y la mejora de las condiciones laborales 
parecían ser inherentes, formar parte, del modelo de crecimiento económico hasta ese 
momento. En España hubo que esperar hasta el último cuarto del siglo XX, para conocer la denominada socialdemocracia del bienestar 
(Boyer, 2011) en la que se integra el mercado con toda una serie de servicios públicos (edu-
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cación, vivienda o seguridad) de acceso más o menos generalizado, para el mantenimiento de una determinada cohesión social garantizada a 
través del Estado del bienestar2. Los contratos 
sociales en los que se inscribió la juventud en esta etapa histórica compartieron ciertas car-
acterísticas comunes en Europa: un carácter universalista que con las mismas políticas pre-
tendía abarcar a todos los jóvenes (con cierta 
independencia del origen social), era estable 
y permanente en el tiempo. Bajo esta concep-
ción, la juventud se entendía como un proceso de preparación hacia la vida adulta, donde el 
par educación-trabajo permitía, a través del 
esfuerzo y el mérito, la posterior consecución 
de tres aspectos claves para la experiencia vi-
tal que se concretaban en el acceso al trabajo, a la vivienda y la constitución de un hogar pro-
pio (Gil Calvo, 2009; Alonso, 2014). 
Al irrumpir la crisis y alcanzar la década de los 
ochenta, los niveles de empleo se redujeron y, como consecuencia de ello, aumentó de mane-
ra significativa el desempleo, lo que condujo a un replanteamiento de las características 
asociadas a los puestos de trabajo tradiciona-les. Las cláusulas del contrato de juventud, la 
centralidad y la importancia de los Estados de 
bienestar y, en definitiva, la forma de organizar 
la sociedad y sus niveles de vida, en conjunción con los requerimientos del modelo de produc-ción y de acumulación capitalista, empezaron 
a ser cuestionadas en Europa. 
Inspirada en la experiencia de países como 
Dinamarca y Holanda, la propuesta por la 
flexibilidad o flexicurity fascinó a las auto-ridades políticas de la unión, que hicieron de ella la pauta que guiaría las recomendaciones 
2 Con un planteamiento inicial que pareciera apos-tar por la convergencia, la evolución seguida por los distintos países europeos supuso una línea di-
visoria importante entre áreas geográficas delimi-tadas dentro del continente, donde el desarrollo de 
los Estados del bienestar, supuso especificidades concretas y generales en el panorama europeo. Re-
sulta de interés la distinción entre los modelos de 
Estado del bienestar europeos: el socialdemócrata 
e institucional con extensos servicios públicos uni-
versales que mantienen los países escandinavos; 
continental corporativista en el centro de Europa y algunos países del Sur, con prestaciones ligadas 
al mantenimiento de un trabajo y apoyado en gran 
medida en los cuidados familiares; y anglosajón 
liberal como es el caso de Reino Unido, en el que 
la protección social universal es residual (Moreno, 
2004; Rodriguez Cabrero, 2011).
nacionales en materia laboral3. A través de la 
combinación de tres elementos –un mercado 
laboral flexible que facilita la entrada y salida, 
el apoyo formativo y reciclaje profesional du-rante la transición entre puestos, y un sistema 
de protección y seguridad pública frente al 
desempleo–, el paradigma de la flexibilidad 
permitía mejorar la posición competitiva de las empresas dentro del comercio internacio-nal y garantizar una mayor seguridad para los 
trabajadores, sobre todo para aquellos que 
presentaban más dificultades para integrarse 
en el mercado laboral, como ocurría con la ju-
ventud (Viebrock y Clasen, 2009). De ahí los numerosos intentos por implementar este modelo desde los comienzos del proceso de integración europeo,4 a pesar de que su apli-cación, se redujo a un conjunto de recomenda-
ciones que se limitaron a incentivar la liberal-
ización del mercado de trabajo. Desde el Tratado 
de Maastricht de 1992 hasta la Estrategia 2020, 
aprobada en 2010, el largo camino de acuerdos 
y regulaciones que han orientado las medidas 
regulatorias de los mercados de trabajo en el 
marco nacional de los países comunitarios, ha 
3 Sin embargo, la referencia danesa, holandés, e in-cluso, austriaca, constituyen modelos de empleo y seguridad, quizás, únicos. Aún con todo, una apues-
ta por igualar la UE a los parámetros que mostra-ban los casos anteriores, requería unas pautas de 
adaptación específicas para que cada economía si-
guiese su propio camino hacia la flexiguridad (Ven-
tura De Pedro y Cruz, 2012).
4 A pesar de una argumentación que parecía preo-cuparse por el alto desempleo y la cohesión, lo cier-to es, que mientras se adquirían competencias su-pranacionales en todo lo relativo a la liberalización del mercado, se mantenían en el ámbito nacional las políticas de empleo y la regulación de los mer-cados laborales, más allá de las recomendaciones que se establecían en los documentos elaborados 
para tal fin. Ejemplos de ello los encontramos en la 
Estrategia de Lisboa y Europa 2020, documentos en los que la apuesta por el crecimiento es clara y, a pesar de reconocer los problemas de creación de 
empleo, sus objetivos se orientan hacia una mayor mercantilización de las relaciones laborales que 
ponen de manifiesto que la cohesión social ven-
drían por extensión del crecimiento económico. Así 
se ha puesto de manifiesto en distintos documen-
tos como el KOK en 2004 (http://europa.eu/rapid/
pressReleasesAction.do?reference=MEMO/05/123
&format=HTML&aged=0%3Cuage=EN&guiLangua
ge=en), New integrated economic and employment 
guideline en 2005, e incluso, por la propia CE en 
2007 en el informe Hacia unos principios comunes 
de flexiguridad (http://ec.europa.eu/growthandj-
obs/index_en.htm). Para un recorrido amplio y de-tallado véase Ramos 2011 y 2013. 
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situado los intereses expansivos del mercado, 
y la estabilidad presupuestaria y monetaria, en 
primer lugar. Poco se sugería –y mucho menos 
se avanzó– en el modelo social necesario para 
alcanzar las exigencias de seguridad que exigía la flexicurity (Leonardi et al., 2011). En defini-
tiva, quedaron muy lejos las transformaciones políticas, sociales y económicas requeridas por una aplicabilidad integral de la propuesta, en lo que se denominó un intento soft del mod-
elo, frente al cual, se construyeron numerosas 
críticas fruto de la ambigüedad del concepto 
que justificó las prácticas ejercidas (Migué-
lez, 2007; Seifert y Tangian, 2007; Monereo y 
Fernández, 2008; Moreno y Serrano, 2011). 
Lo cierto es que, a pesar de la extensión de las distintas líneas emprendidas por las au-toridades europeas que trasladaron los ries-
gos del mercado a la clase trabajadora, ni se recuperaron los niveles de empleo de etapas anteriores, y lo que es más preocupante, a partir de ese momento, los estándares del 
empleo realmente existente se degradaron 
con carácter general en Europa y proliferó la 
pauta del trabajo precario (Eyraud y Vaughan-
Whitehead, 2007; Zubero 2008)5. Sin embargo, 
el lado oscuro de esta nueva flex-insecurity se 
haría visible años después, al irrumpir la cri-sis, cuando los contratados temporales y otros 
trabajadores con modalidades atípicas que 
proliferaron en el pasado demostraran ser los 
primeros en sufrir el aumento del desempleo, 
especialmente las capas más bajas de edad 
(Miguélez y otros, 2013). 
La crisis como telón de fondo.
Si bien las dificultades con las que se encon-
traban las personas más jóvenes a la hora de 
formar parte del mercado laboral en el nuevo siglo no eran pocas, nada hacía suponer la enorme distancia que les separaría de la situ-
ación a la que se enfrentan en el momento actual. La crisis mundial desatada en 2008, a raíz del problema de las hipotecas subprime y 
la caída de Lehman Brothers, significó para la 
UE un elevado impacto financiero y económico que se sumaba a los obstáculos que arrastra-
5 Sin desdeñar ni mucho menos los distintos pun-tos de partida de cada escenario nacional lo cierto 
es que dentro del mismo caso danés se comienzan 
a resaltar distintas reformas que están cambiando 
los ejes básicos del modelo y su coordinación en fa-
vor de una mayor neoliberalización que está perju-
dicando a los trabajadores (Klindt y Halkjær, 2012).
ban las economías del área comunitaria y que, aún hoy, siguen lejos de resolverse. La virulencia de la recesión, en cuanto a la desaceleración de la actividad económica se 
refiere, que  acusa toda la unión con intensi-
dades diferenciadas, pone en evidencia las de-bilidades estructurales de muchos países. Se 
confirman las asimetrías y las fragilidades ante 
fuertes cambios de la economía, explicadas, en buena medida, por la herencia de los esce-narios nacionales que sitúa a unos lugares en 
mejores condiciones para afrontaren la alter-
aciones del mercado en función de los niveles 
de protección social que ofrecen sus Estados, y las garantías y derechos ligados al puesto de 
trabajo. La preocupación se centra en algunos 
países denominados como periféricos, cuyas 
perspectivas son poco halagüeñas a corto y medio plazo, y donde el crecimiento del paro y los procesos de desigualdad social encuentran 
su máximo reflejo en la juventud (Laparra y 
Pérez, 2012). 
A partir de 2010, los objetivos dirigidos al estímulo económico por los que se apostaba 
desde Europa son sustituidos en favor de otras prioridades como la recapitalización de las 
principales entidades de crédito y las políti-
cas de austeridad y ajuste presupuestario, una 
elección que dificulta cualquier recuperación 
económica no excluyente de amplios sectores de la población. Esta gestión “austericida” de la crisis, orientada por las instituciones compe-
tentes, ha intensificado el impacto recesivo so-
bre la actividad económica –el mayor descenso 
agregado de la actividad real desde 1970– y ha contraído importantes contrapartidas en los 
diferentes mercados de trabajo causando el deterioro de las condiciones de vida de gran 
parte de la ciudadanía (Alvarez Cantalapiedra, 
2014).
2. La juventud, en ojo del huracán.
El interés que hoy suscita la dinámica euro-pea dentro del mundo occidental no puede ser 
mayor y, conocer la posición que ocupa España en relación a sus socios comunitarios, no es cuestión menor si, entre otras motivaciones, se encuentra la de establecer líneas de orien-tación política que reviertan el problema. Ante 
la conciencia de que existen aspectos dife-renciados que atienden a una caracterización 
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concreta de la situación laboral de la juventud europea durante la coyuntura, el propósito de las siguientes líneas es el de situar el caso de español en una comparativa con el agregado 
europeo y las economías que forman parte de 
la UE. Con ello en mente, el objetivo consiste 
en plasmar las dificultades que encuentra la 
juventud en el plano de la inserción laboral y el acceso, en buenas condiciones, al mercado a partir de la coyuntura actual. 
Bajo tal propósito, la selección de variables responde, por un lado, a su representativi-dad respecto a las dinámicas señaladas, y por otro, a que los datos disponibles nos permiten 
mostrar la realidad juvenil del conjunto de 
países que forman parte de la UE28 durante 
esta última etapa marcada por la recesión. Esta delimitación hace posible, por un lado, centrar el debate en el grupo de economías que con-
forman el área supranacional en el que se es-tablece buena parte de las políticas económi-cas de nuestro país, y por ende, que afectan a 
la juventud en el plano laboral; por otro, nos 
ofrece la posibilidad de llevar a cabo compara-
tivas homogéneas para el periodo temporal 
del análisis (2007-2014) con la información estadística disponible.Un segundo aspecto a mencionar es el intervalo 
de edad que se refiere a la etapa de transición entre la niñez y la adultez, es decir, delimitar aquel grupo de edad que incluye a las personas 
clasificadas, en las estadísticas, como jóvenes. 
Más allá de la determinación que se utiliza ha-bitualmente desde distintas organizaciones 
internacionales para atender a la juventud 
(entre los 15 y 25 años, o incluso 30), hoy en día se observa un alargamiento de esa etapa, en principio transitoria, dado el retraso hasta alcanzar los elementos imaginarios propios de la adultez6. Nos situaremos en el primer nivel, 
6 Según distintas organizaciones internacionales, 
entre las que se encuentra la ONU, la juventud se 
aquel que comprende al conjunto de personas 
de entre 15 y 24 años siendo ampliado cinco años más, siempre y cuando se detecten aspec-
tos relevantes que pudiera ofrecer una delimi-tación mayor.
Antes de atender a la reflexión del análisis, 
advertiré que la nomenclatura utilizada en los 
gráficos al referirnos a los 28 países seleccio-
nados, para su simplificación, será la toponími-ca internacional7.
Por último, es pertinente señalar algunas pre-
cisiones –restricciones en realidad– que debe 
tener en cuenta el lector. Consciente de la im-posibilidad de estas líneas para adentrarse 
en una reflexión profunda de las tendencias estructurales y de fondo que arrastran los 
miembros de la UE, y en concreto España, cabe decir que las cuestiones abordadas no deben desligarse de una visión más amplia que las sitúe en una perspectiva que observe su evo-
lución en el largo plazo. Conviene ser cautos con realizar generalizaciones abusivas, pues 
son muchas e importantes las especificidades encontradas en cada caso concreto del estu-
dio. Aunque nos refiramos a algunas de ellas 
a lo largo del texto, antes de adentrarnos en 
un sinfín de peculiaridades se ha optado por 
enfatizar aquellas más conectadas con el hilo principal de la argumentación que corroboran, o bien contrastan, las tendencias comunes a la 
UE.
define como la cohorte de edades comprendidas 
entre los 15 y 24 años, a pesar de que se admiten 
variaciones en los diferentes países, e incluso, den-
tro del plano al que nos refiramos (económico, so-
cial, etc.). A pesar de la falta de consenso, existen 
varios elementos con los que se identifica el paso 
de la etapa joven a la adulta y que se concretan en 
el logro de un empleo estable, vivienda fija y pareja 
consolidada (Bordieu, 1984; Zubiry Rey, 2014).
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Un acceso restringido al mercado de 
trabajo.La integración como ciudadanas y ciudadanos que impone el modelo socioeconómico se re-stringe, en mayor o menor medida según el 
país, a su posición en el mercado de trabajo. Es por ello que, cuando se habla de la necesidad 
de contar con un empleo, lo que está en juego 
es la incorporación efectiva de las personas a la sociedad civil, es decir, como miembros de 
pleno derecho que dejan atrás situaciones de dependencia económica y personal de la uni-
dad familiar de referencia. En este sentido, la 
dificultad que encuentra el segmento pobla-
cional más joven para acceder al mercado de 
trabajo, en general, ha sido mayor al del resto 
de trabajadores adultos bajo el argumento de 
la falta de experiencia profesional. 
Si observamos el gráfico 1, en el que se mues-tra una comparativa de las tasas de desempleo total y aquellas que presentan los menores de 
25 años respecto a la población activa total, 
el diferencial es evidente y corrobora la afir-
mación anterior. El dato agregado de la UE28, que comprende a los parados comunitarios, 
presenta una tendencia pronunciada al alza: 
entre 2007 y 2014 aumenta el número de des-
empleados en un 3%, explicado, en mayor me-
dida, por el crecimiento experimentado entre 
los más jóvenes (con una variación del 6,4%). 
Para ilustrar las posiciones nacionales, se presenta una ordenación descendente de los 
Gráfico 1: Tasas de desempleo total y juvenil (menores de 25 años) en los años 2007 y 2014. 
Dato del agregado de la UE28 y estadísticas nacionales en porcentajes. 
Fuente: Eurostat. Nota: Los datos correspondientes a AT, DK, EE, GR, HU, IT, LV y UK de 2014 se refieren al 
dato de 2013.
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Asimismo, somos conscientes de que ocurren 
procesos diferenciados a los que atiende la 
variable que conectan con el impacto sufrido por la recesión8. En el caso concreto de España, uno de los mayores escollos que arrastramos, signo y seña de nuestra economía, son las altas tasas de desempleo, una losa pesada, incluso, 
en etapas álgidas del ciclo económico. Precisa-
mente, ante la falta de demanda interna, a con-secuencia de la crisis, hemos presenciado un 
ajuste prácticamente automático entre la caída 
del PIB y la destrucción de empleo9 que podría 
extrapolarse a otros lugares como Grecia, Ita-
lia o Portugal. Por extensión, la cuantía de los 
trabajadores que han perdido sus empleos ad-quiere una especial magnitud elevada, supera los cinco millones de personas e incrementa la tasa de paro que, cada día se acerca más al 
30% (según datos del INE). 
Otra de las peculiaridades ocurridas en la UE 
es que han aflorado nuevas asimetrías en cier-tos estratos sociales, derivadas del peso que adquieren los distintos grupos poblacionales 
8 No todos los países han sufrido el mismo impacto 
en sus economías: el peso del PIB ha tenido pérdi-das muy dispares donde Grecia, seguido de Letonia 
y Croacia, son los más perjudicados.
9 La caída de la actividad en nuestro país ha venido derivada, en buena medida, de la paralización del 
sector de la construcción y de la industria manufac-
turera (que se incluyen de manera agregada en la 
partida de industria). En ambos sectores –la indus-
tria manufacturera y la construcción– se aprecian características comunes relacionadas con sus tra-
bajadores: gran presencia de jóvenes, en su mayo-
ría varones y con una formación relativamente baja al verse interrumpida por el acceso a un mercado 
de trabajo demandante fruto de la burbuja inmobi-
liaria (construcción y servicios asociados).
en relación con esta magnitud. Casos como el 
nuestro, donde el número de parados jóvenes 
se ha multiplicado hasta cerrar el 2014 con 
una cifra del 54,1% de desempleo juvenil, dan cuenta de ello y ponen de relieve las malas pre-visiones de acceso a un empleo remunerado. 
De ello resulta, que una parte significativa de 
la juventud se mantenga en posiciones pasivas de empleo, es decir, no cesan en la búsqueda de 
un puesto de trabajo pero el “efecto desánimo” 
que genera la falta de oportunidades les lleva 
no seguir inscritos en los registros oficiales. Otros condicionantes que alterarían los datos 
ofrecidos –nada despreciables en el análisis de 
la situación actual– derivarían de considerar, 
dentro del desempleo, aquellos contratos for-
mativos o en prácticas (contrato de aprendiza-
je, prácticas no laborales, contrato de primer 
empleo joven, etc.), que albergan muchos 
jóvenes al no poder acceder a un contrato lab-oral en condiciones normales y, que en la may-
or parte de los casos, suponen formas atípicas de contratación que ocultan puestos de tra-
bajo real10. Ante este panorama emerge una cuestión recurrente y mediática en nuestro entorno más cercano que resalta la intensidad 
de las tensiones laborales entre la juventud: el 
exilio laboral. Esta disyuntiva ante la falta de oportunidades laborales, señala la salida de 
los más jóvenes a otros países comunitarios que, en caso español, se ha disparado11.No deberían sorprendernos estos datos puesto 
que las expectativas de empleabilidad que se proyectan en el horizonte no son para nada positivas, tal y como constatamos al conocer 
que, una parte importante del desempleo juve-nil arrastrado en estos años, amplía su dura-
ción. Al acogernos a las estadísticas que ofrece 
Eurostat se confirma que, a la vez que crece el 
desempleo juvenil en Europa, también lo hace 
aquel que es de larga duración. El agregado se 
duplica y, Grecia, Croacia, España, Italia o Es-
lovaquia ofrecen los peores resultados al su-
perar, en 2013, el 20% de desempleo juvenil a 
10 Tal y como apuntan los datos del observatorio 
de la emancipación del Consejo de la Juventud de 
España (correspondiente al primer trimestre de 
2014), los contratos más beneficiados son los de 
prácticas y formación. En un año han incrementado 
un 55,72% su tasa interanual para los jóvenes espa-
ñoles menores de 30 años.
11 En 2008 fueron 50.827 los jóvenes de entre 15 
a 25 años que salieron de España (102.482 si in-
cluimos hasta los 30 años), una cuantía que se in-
crementó un 56,4% en 2013 y ascendió a 79.490 
ese año (161,596 si incluimos a hasta los 30 años) 
(Según datos PERE, INE).
datos desagregados antes de la crisis (2007) y en el momento actual, que nos permite vi-sualizar la tendencia seguida por cada país y la magnitud de las divergencias dentro de la 
unión. Podemos confirmar que hay miembros 
comunitarios que han sufrido, en los últimos años, una destrucción de empleo muy por en-
cima a la del resto de países. Grecia, España o 
Chipre superan los 10 puntos porcentuales de 
diferencia respecto a la UE28, mientras que otros, o bien no registraron alteración alguna 
(Austria), o bien parecerían beneficiarse de la 
coyuntura (Alemania y Rumanía). Coinciden, los tres primeros casos, con aquellos lugares que registran mayores incrementos de desem-pleo y que superan, durante el periodo consid-
erado, el 30% de ascenso en Grecia o España y 
el 20% en el caso de Chipre. 
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largo plazo. Salvo casos aislados, en todos los países de la región se prolonga el tiempo de 
desempleo, acrecentándose así, el riesgo de ex-clusión laboral y, por ende, social de este grupo de población. 
No vale con formarse para garantizar la 
empleabilidad de la juventud. 
Hasta comienzos de siglo, la garantía de que alcanzar un nivel de estudios adecuados me-
jora las oportunidades de empleo era una re-alidad, aun cuando los altos niveles de desem-
pleo estructural resultaban disfuncionales con 
un acceso fácil al mercado de trabajo. Hoy, en 
muchos casos, y no solo en España, ocurre un 
desajuste que podríamos categorizar como un 
exceso y un déficit simultáneos de educación-
formación en relación al modelo productivo ex-
istente (Banco Central Europeo 2012; Lacues-
ta et. al., 2012). Si nos ceñimos únicamente a 
las oportunidades derivadas de la experiencia 
formativa de la juventud, son palpables distin-ciones importantes que sitúan a unos y a otros 
en posiciones diferenciadas y contrapues-
tas: aquellos ocupados sobrecualificados que 
ocupan puestos de baja cualificación sin aspi-ración de ascenso alguno, y aquellas personas 
que forman parte de las cifras de fracaso y de abandono escolar temprano que, con la crisis, 
perdieron sus empleos y les será difícil volver a 
entrar en el mercado (Moreno, 2012). 
En nuestra economía, durante la década de los 
2000 –coincidiendo con el esplendor económi-
co provocado por la burbuja inmobiliaria en 
nuestro país–, muchas personas jóvenes aban-donaron los estudios de manera temprana. 
En el momento en el que irrumpe la crisis la tendencia se revierte y se produce una dis-minución del abandono escolar a partir del 
2009, hecho que contrasta con la falta de me-
jora de oportunidades en los grupos más cuali-
ficados. La explicación más factible se sitúa en 
la ruptura, en términos de oferta laboral, del 
sector más atractivo por excelencia de empleo 
de baja cualificación, la construcción.
En la UE existen más de cinco millones de 
jóvenes que abandonan de forma prematura 
los estudios (según datos de 2013 EU Labour 
Force Survey). Los peores resultados los reg-
istran España (23,6%), Portugal (18,9%), 
Rumanía (17,3%) e Italia (17%) y chocan de 
lleno con el objetivo recogido en la Estrategia 
Europea 2020 que pretendía reducirlo al 12% en todos los países12. Sin ahondar en los datos 
concretos, el  Education and Training Monitor 
de 2014 también señala que, a pesar de que ha aumentado las tasas de educación terciaria, 
siguen las dificultades de mejorar el empleo de 
alta cualificación.
La tónica del agregado mostrada en el gráfico 2, que recoge el peso que adquiere el desem-
pleo en los distintos niveles de formación, lo 
confirma, a pesar de que se ve suavizada por aquellos lugares en los que, todavía hoy, pa-recería que, alcanzar niveles superiores en educación garantiza un índice de empleabi-lidad mayor como en Alemania, el único que 
muestra una tendencia a la baja. En el otro ex-
tremo, países como España, Portugal, Grecia, 
Chipre o Croacia exponen unas tasas de des-
empleo en los niveles más altos de formación 
que se combinan con valores significativos –y 
al alza– en los niveles formativos inferiores. 
Con la excepción de Grecia, todos ellos pre-
sentan también la mayor brecha de desempleo 
intergeneracional en el nivel de alta cualifi-
cación, es decir, los jóvenes titulados cuentan con mayores restricciones por el hecho de ser 
jóvenes que en otros escenarios. Mayores posi-bilidades de empleo para aquellos que optasen 
y alcanzasen mayores niveles de formación 
son las que registra Alemania, Malta o Austria que presentan una distancia intergeneracional 
escasa y cercana al 10% (datos de Education 
and Training Monitor, 2014).
12 Tal y como recoge el Centro de Investigación so-




casos pronunciados como Italia (22,2%), Bul-
garia (21,6%), Grecia (20,4%), Chipre (18,7%) 
y España (18,6%), frente a los bajos porcen-
tajes de Luxemburgo (5%), Holanda (5,1%), 
Dinamarca (6%) y Alemania (6,3%). No es ca-
sualidad que coincidan los valores más bajos en aquellos países que destinan mayores por-
centajes de gasto público –también al PIB– a la 
educación (según  recoge Eurostat).
Precariedad laboral, más allá de los sa-
larios. 
Hasta ahora hemos ofrecido algunas pincel-
adas de las dificultades de acceso al empleo de 
la juventud. Sin embargo, este desafío se com-bina con otros problemas y retos adicionales una vez entran en el mercado como ocurre con su inserción inestable, precaria y prácti-camente sin garantías. La alternancia entre largas etapas de desempleo y empleos degra-
dados, frente a contratos estables, seguros y con contrapartidas sociales a medio plazo con-
figura la situación habitual de una parte, cada vez mayor, de este grupo edad. 
Gráfico 2: Tasa de desempleo juvenil (15 a 24 años) por niveles de educación en 2007 y 
2013. Dato del agregado de la UE28 y estadísticas nacionales en porcentajes.
Fuente: Eurostat. Nota: se incluyen en el gráfico aquellos países que disponen de datos para el conjunto de categorías mostradas.
Una percepción generalizada entre la juventud 
es que, para la mayoría, continuar con la for-mación es una vía para seguir activo y, ahora, aparece más como una necesidad casi indis-cutible para alcanzar la empleabilidad que no todos se pueden permitir. Al menos en nuestro país, crecen las restricciones en el acceso a dis-
tintos niveles formativos tras las últimas refor-mas educativas13, las cuales, han aumentado los precios de la educación y han provocado 
un aumento del grupo conocido como “ninis” 
o “NEETS”. La entidad que adquieren los datos 
aumenta en el conjunto de la UE con impor-tantes brechas entre unos países y otros. 
Entre 2007 y 2013 crece un 18,5% la impor-
tancia de los jóvenes de entre 15 y 24 años que 
ni estudian ni trabajan, donde se contraponen 
importantes incrementos de Chipre, Grecia, 
Irlanda o España (mayores al 50%) con ten-
dencias a la baja (que solo ocurren en Luxem-
burgo, Malta y Alemania). Se ofrece un amplio espectro de valores en el que se contraponen 
13 Como ocurre con muchas de las medidas que in-
cluye la Ley Orgánica para la Mejora de la Calidad 
Educativa (LOMCE), el Plan Bolonia o la actual fór-
mula universitaria “3+2”. 
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En contra de lo que pudiera esperarse, no son pocos los debates construidos en torno a la calidad del empleo cuya intención es la de 
definir qué abarca el empleo de calidad y las 
características que debe reunir un trabajo para 
poder considerarlo no precario (De la Garza 
Toledo 2010). Sin embargo, existe cierto con-senso acerca de que los ingresos asociados al empleo, y las condiciones y los derechos que otorga, deben permitir seguridad, estabilidad y unos niveles mínimos de calidad de vida 
material más allá de la unidad familiar de la que provienen (López Calle y Castillo, 2004; 
González y Guillén, 2009). 
Históricamente, la medida habitualmente uti-lizada para determinar si un empleo era cuali-tativamente adecuado han sido los salarios. La tendencia general, desde los años 70, es que 
los salarios de muchos trabajadores se con-
gelaban –o, incluso, descendían–, a pesar de que el cómputo total pudiera aumentar, dando 
fe de una creciente dispersión salarial y, por tanto, de la desigualdad de las remuneracio-nes. Para la juventud, esta tendencia se asume más preocupante ya que su presencia a la cola de los niveles salariales es mayor y, asimismo, 
se ve especialmente afectada por situacio-nes de inestabilidad laboral que incrementan 
los riesgos de formar parte de esta categoría 
conocida como trabajadores pobres o working 
poor. La proliferación de esta nueva tipología 
de empleos en la UE rompe con la idea de que la integración en el mercado laboral es la 
condición básica para evitar la pobreza, la ex-
clusión social o la privación material. Existen varios países en los que el riesgo de pobreza, 
en términos de ingresos, de este grupo de po-blación es superior a la media europea, como 
ocurre con España, Dinamarca, Grecia, Italia, 
Polonia o Rumanía. Todo ello sin olvidar que 
existen distintos factores que potencian este tipo de modalidad contractual dentro de ám-
bito comunitario: se registran mayores en el 
sector privado (aunque va aumentando en el 
público), es casi nula en los niveles altos de la 
jerarquía ocupacional y adquiere una mayor 
presencia entre la juventud y las mujeres. No obstante, muchas otras son las dimensio-nes a las que apunta la precariedad o la mala calidad de los puestos creados, tanto en etapas anteriores a la crisis como a raíz de ella. A con-tinuación, abordaremos aquellas cuestiones que con un mayor consenso se relacionan con 
el alargamiento y profundización de situacio-
nes de inestabilidad e inseguridad entre la ju-
ventud, y que se confirman como importantes 
obstáculos a la hora de emanciparse: la tempo-ralidad y la parcialidad involuntaria.
Desde el comienzo de la recesión, el fomento de medidas con orientación desreguladora del 
mercado de trabajo –con la intención de re-ducir los ritmos de destrucción de empleo en 
Europa– ha propiciado la expansión de nue-
vas formas de contratación, atípicas y precar-
ias, mientras crecían las fórmulas parciales y temporales de empleo en relación a las in-
definidas y a tiempo completo (gráfico 3). Las 
“reformas Hartz” en Alemania, “Bassanini” en 
Italia, “The Industrial Relations (Amendment) 
Bill” en Irlanda o la última reforma laboral en 
España son algunos de los múltiples ejemplos que encontramos, cuyos estragos para la clase 
trabajadora no tardaron en aparecer, en estos 
y otros países comunitarios: claro aumento del riesgo de pobreza entre empleados y parados debido a la reducción de los ingresos de los de-
sempleados, la inseguridad jurídica de los con-
tratos gestionados por los job-centers, la pro-
liferación y la durabilidad de los modalidades 
de contratación precarias (como los “mini-
jobs”), entre otros muchos efectos que profun-
dizaron la fragilidad que presentaba la juven-
tud con anterioridad (Meardi, 2011; Miguelez 
et. al., 2013). 
En 2007, la tasa juvenil de temporalidad re-
sultaba llamativa en la UE28, incluso a pesar 
de las bajas cuantías que ofrecían Rumanía 
(4,6%), Irlanda (6,6%) o Letonia (9%), todos 
por debajo del 10% y a una distancia consider-
able del 41,3% que presentaba la UE28. En el 
otro extremo, los peores resultados se situaban 
en Eslovenia (68,3%), Polonia (65,7%), Fran-
cia (62,7%), con más de la mitad de jóvenes 
–junto a otros lugares– en situación de inesta-bilidad contractual. La crisis y su gestión han propiciado un cambio negativo de posiciones 
–en 2013 se suman Italia y Holanda a los que 
superan el umbral del 50% y, sale Eslovaquia 
de los mejores puestos– y un empeoramiento 
generalizado en los registros. Es más, en los pocos casos en los que disminuye la variable, todo apuntaría a que se debe porque es, en este tipo de contrataciones, en las que se ha concentrado gran parte de los despidos, o en 
su caso, no renovaciones de contrato. En Espa-ña, la tasa de temporalidad es muy alta aunque 
la juvenil se vea suavizada por tratarse de un 
fenómeno que se remonta varias décadas atrás 
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y afecta al conjunto de los trabajadores14. Así como la temporalidad emerge en el marco 
europeo, resurge otro rasgo definitorio de la 
posición de los jóvenes en los mercados lab-
orales de la UE, el cual alude a la parcialidad 
de los trabajadores, en proporción al total de 
empleados (gráfico 3). La media de la EU28 en 
2007 rondaba el 25%, y el 32% en 2013. May-ores tasas son las que registraron los países 
nórdicos, Holanda y Reino Unido antes de la crisis, a los que se adhieren, en el último peri-
odo, Irlanda, España y Eslovenia (con valores 
cercanos o superiores al 40%). Precisamente, mientras en muchos casos la proporción de 
trabajadores a tiempo parcial puede interpret-arse como un síntoma de inestabilidad laboral, 
la lista de países que encabezan esta clasifi-cación apunta a la presencia de mercados lab-orales estructurados, a partir de los cuales, un 
mejor reparto del trabajo garantiza una concil-
iación del empleo más favorable para las famil-
14 Las medidas adoptadas en los años 80 y 90 deter-minaron las características básicas del mercado la-
boral español: la dualidad entre fijos y temporales y el problema de desempleo estructural. Además de la menor protección de los contratos laborales que 
ofrece España, la propia legislación laboral ha po-
tenciado la especialización del tejido productivo es-pañol en sectores intensivos en temporalidad como la construcción y la hostelería. Desde entonces, las 
cifras de temporalidad en España son las mayores 
de Europa y de OCDE (Polavieja, 2006).
ias y para el tiempo libre. Cuenta de ello ofrece 
la comparativa de los datos de parcialidad ju-
venil con su carácter involuntario al confirmar que, aquellos países que lideran las estadísti-
cas de parcialidad juvenil involuntaria (Italia, 
Rumania, Grecia, Chipre, España y Francia, con 
tasas mayores al 55%) no coindicen con los que presentan mayor presencia de esta mo-
dalidad (países nórdicos, Holanda y Reino Uni-
do). Cabe recordar que el reparto de las horas 
trabajadas se ha traducido en un descenso de 
los ingresos debido a una fuerte contención 
salarial, tal y como expresa la no voluntarie-dad a la hora acogerse a estas contrataciones. Los datos mostrados ilustran la merma en la 
calidad del empleo que tienen los jóvenes que 
trabajan, ya que la temporalidad y, en muchos casos la parcialidad, no sólo implica inseguri-
dad y trayectorias profesionales desdibujadas, 
si no que suele ir ligada a salarios bajos que impiden lograr una independencia económica 
suficiente.
3. De lo laboral a lo vivencial.
Hoy por hoy, las demandas de alcanzar unos niveles aceptables de bienestar económico y 
calidad de vida para la juventud, mantienen su 
anclaje principal en el empleo. Para las genera-
ciones jóvenes es una etapa de incorporación 
Gráfico 3: Tasa de temporalidad, parcialidad y parcialidad involuntaria juvenil (15-24 
años). Porcentajes de UE28 y España para el periodo 2000-2013.
Fuente: Eurostat.  Nota: Los datos de 2000 y 2001 de la UE28 corresponden con los de la UE27.
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al mercado, la cual le permitirá formar parte de la sociedad ocupada en la que un puesto de 
trabajo decente otorga, por un lado, autonomía económica, por su capacidad de proveer recur-
sos económicos; y por otro, derechos ciudada-
nos que garantizan ciertas formas de partici-pación en el sistema. Los últimos años han puesto en evidencia que 
el modelo de crecimiento que impera en la UE ha castigado especialmente a las cohortes más tempranas de edad, debido a su tradicional 
situación periférica en el mercado de trabajo. 
Conforman el grupo más golpeado por la pre-cariedad laboral y el desempleo, y como resul-tado de ello, su despegue hacia una vida más 
autónoma se ve comprometido: será el sector 
Gráfico 4: Tasa de jóvenes no emancipados en 2007 y 2013. Dato del agregado de la UE28 y 
estadísticas nacionales en porcentajes.
Fuente: Eurostat.  Nota: Los datos de UE28 del 2007 corresponden a los de la UE27 y el de Irlanda 
de 2013 al año 2012.
social con menos posibilidades de alcanzar la seguridad económica necesaria, estabilidad, 
acceso a la vivienda, y en definitiva, la emanci-pación. Lo cierto es que los países periféricos 
de la cuenca mediterránea ofrecen la realidad 
más dramática: altas tasas de jóvenes con-tinúan en los hogares, aumentan su número 
y se extiende el problema hacia intervalos de edad que comprenden la adultez. A la contra, son los países nórdicos los que, no solo reg-
istran tasas mayores de emancipación –en 
correspondencia a las bajas de aquellos que 
siguen viviendo en la unidad familiar–, sino que las alteraciones de esta magnitud, a partir 
del desenlace de la crisis, son casi inexistentes. 
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Esta reflexión sobre los niveles que marcan la 
salida de la unidad familiar de origen, requiere ser contrastada con otras cuestiones con las 
que se relacionada. Es imprescindible recordar 
las diferencias de partida marcadas por sus re-spectivos sistemas de seguridad y protección social que determinan puestos de salida muy distintos y, a partir de ellos, señalar algunos condicionamientos de los modelos emanci-patorios propios de cada lugar. La tipología recogida permite distinguir al menos cuatro 
–anglosajón, continental, nórdico y mediter-
ráneo– según la participación que tienen los 
Estados, el mercado y las familias en el res-paldo económico de la decisión emancipatoria 
(Van de Velde, 2008; Gaviria, 2011). Entonces, quizás, se puedan entender las divergencias que tienen lugar entre las características pro-pias a las que atiende cada modelo y su cor-respondencia con la agrupación mostrada a 
partir de los datos registrados (gráfico 4). Sin poder entrar a caracterizar cada uno de 
ellos, no pueden dejar de mencionarse claras 
diferencias que conectan con el tema que 
nos ocupa: la independencia y autonomía económica en el modelo nórdico se producen a edades muy tempranas, seguidas por el mod-
elo anglosajón y continental y, en último lugar, 
por las del mediterráneo. El Estado tendría una mayor presencia en el nórdico, mientras que 
en el modelo anglosajón, se combinaría, como 
el mejor garante de recursos, con el mercado. 
En el continental y mediterráneo, es la familia la que adquiere un rol principal de apoyo en la salida del hogar, y solo en el segundo caso, la 
decisión se supedita a la institución de referen-cia que retrasa, en muchos casos, la decisión de emancipación. España forma parte de esta últi-ma tipología y añade nuevos condicionamien-tos que se suman a los problemas detectados 
en el apartado anterior (referidos al mercado 
de trabajo) y que afectan negativamente a las 
tasas juveniles de emancipación. En el panora-
ma nacional las bajas posibilidades de acceso 
al mercado de trabajo (y, en caso de lograrlo, 
es en muy malas condiciones) se conjugan con 
otras características no extrapolables al resto 
de Europa: se prioriza una emancipación ori-
entada a formar una familia propia y existe 
una preferencia indiscutible por la compra 
de la vivienda, a pesar de las dificultades que 
ofrecen los altos precios15. Ello, sumado a los 
15 A partir de los datos del Observatorio Vasco de la 
Vivienda, 2009, se puede decir que los países euro-
peos en los que existe un fuerte predominio de la 
nuevos riesgos sociales y económicos surgidos a consecuencia de la crisis, no ha hecho más 
que prolongar el rol protector de la familia que se constituye para muchos, como una tabla de salvación para encarar los problemas de una 
forma algo menos urgente que otros colectivos 
igual de perjudicados.
4. Algunas conclusiones finales
La juventud nos ofrece un reflejo aumenta-
do de los problemas futuros que padecerá el 
conjunto de la sociedad, y que hoy ya traspa-
sa la importante línea roja de situar, en una 
posición de exclusión, a una parte significativa de la población. Los apartados anteriores nos muestran que lograr un cambio en la realidad 
que viven las mayorías juveniles está muy lejos de producirse. Altas tasas de desempleo, po-
cas oportunidades de empleo fijo o a tiempo completo y enormes dosis de precariedad para 
aquellos que acceden a un puesto de trabajo, 
configuran los elementos centrales del mer-
cado de empleo joven que se extiende con 
distinta velocidad en Europa. Sin considerarlo 
un hecho fortuito, la recesión, o más bien, la gestión que se ha hecho de ella, agrava la mala situación de partida y establece un horizonte poco esperanzador en el corto plazo. Al para-guas de aquellos discursos que señalan hacia 
una mejora de la competitividad como única 
salida, las medidas que han proliferado inci-den en las bondades del autoempleo y el em-
prendimiento. Una filosofía alentada por las 
instituciones europeas y acogida de forma compulsiva por muchos gobiernos nacionales, que traslada la responsabilidad de los poderes políticos y empresariales de crear empleo a los 
propios trabajadores y trabajadoras, entre los 
jóvenes y no tan jóvenes. A la luz de los condicionantes económicos y estructurales, resulta imprescindible que la 
sociedad en su conjunto, y las instituciones –
nacionales y supranacionales– en concreto, se convenzan de la necesidad de dotar de au-
téntico contenido una estrategia de empleo 
y protección juvenil que facilite los procesos 
vitales de la juventud y garantice las vías para conseguirlo. Lidiar con las altas tasas de des-
empleo juvenil y precariedad, en España pero 
vivienda en propiedad (más del 75%) son Bulgaria, 
Chipre, Estonia, Hungría, Irlanda, Polonia, España, 
Lituania, Letonia, Rumanía, Eslovenia y Eslovaquia.
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también en el resto de países que más sufren 
en las estadísticas, exigirá un replanteamiento 
coordinado del conjunto de socios comunitar-
ios que apunte hacia la reconversión del tejido productivo de los escenarios nacionales. La 
mirada debe estar fija en la reducción de las divergencias económicas que se generan, en la igualación al alza de los sistemas de seguridad 
y protección social, y en las atribuciones –en 
condiciones y derechos– de los puestos de em-pleo, elementos a incluir en las disposiciones 
políticas que marquen una futura agenda eu-ropea donde prime la cooperación entre países y no los intereses nacionales que agravan las 
asimetrías. Esto exigirá, por otro lado, enmar-car estas líneas dentro de una estrategia comu-nitaria más amplia que garantice el derecho 
al empleo de calidad, refuerce el papel de los 
derechos laborales y fortifiquen la capacidad de los interlocutores sociales en los procesos de diálogo y concertación social. Coordinar políticas europeas contra-cíclicas en momen-tos de crisis como el actual es uno de los retos con los que se puede comenzar.
Cualquier estrategia de largo alcance deberá incluir acciones concretas que reviertan la urgencia social que la coyuntura requiere y marcar líneas de cambio a largo plazo que den respuesta a cuestiones estructurales. En este sentido, pueden señalarse algunas líneas 
inmediatas con afán propositivo a desarrollar 
por los gobiernos nacionales:Diseño de actuaciones de promoción de em-
pleo específicas orientadas hacia aquellos 
colectivos con mayores dificultades de acceso 
al mercado como son los jóvenes, donde las políticas activas de empleo deben incentivarse con los recursos necesarios y coordinarse con 
la realidad educativa y formativa del momento. 
En paralelo, deben acompañarse de un marco regulatorio que impida prácticas abusivas y 
modalidades contractuales que dificultan la transición entre la educación y la entrada al 
mercado sin itinerarios previsibles de mejora 
(becas, contratos formativos, falsos autóno-
mos, etc.).Desarrollo de mecanismos de control y san-ción para aquellas empresas que imponen condiciones y derechos ilegales ligados al de-
sempeño del puesto de trabajo y que se encu-
bren bajo formas contractuales que son acep-tadas a pesar de que se corresponden con la 
realidad laboral que tiene lugar. En el terreno 
del empleo joven, herramientas de este tipo 
pueden contribuir a mejorar las posibilidades contractuales con las que acceden al mercado 
de trabajo.Sin más dilación debe procurarse una intensa creación de empleos, estables y de calidad en 
sectores estratégicos que contribuyan con el bienestar colectivo que cuenten con un apoyo 
fuerte por parte de los Estados soberanos. 
La reducción progresiva y general de las jor-
nadas de trabajo remunerado constituye una 
vía fundamental para una redistribución in-tergeneracional de los tiempos en el mercado, un aumento de la participación democrática 
del conjunto ciudadano y una mejora de los niveles de conciliación, al poder dedicar más 
tiempo a los espacios no remunerados. Esta medida ha de acompañarse con dotaciones sociales accesibles con la cobertura adecuada 
para compensar los déficits iniciales que se ge-neren pero que serán sostendrán con las con-tribuciones posteriores de aquellos que salen de las listas del desempleo.    
Con todo, las políticas señaladas orientarán, en 
las fases previas, las reformas posteriores de mayor calado, las cuales, han de ser capaces de 
generar una economía sostenible, no excluy-ente y que se apoye en los principios de la dis-
tribución (de ingresos y riqueza) y el reparto 
(de empleo y trabajo). 
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Evolución del sistema de 
pensiones desde 2006 al 2014, 






El objetivo de este escrito es mostrar la evolución financiera del sistema de pensiones en España 
desde 2006 a 2014 profundizando en el empleo juvenil. Se analizan las variables que influyen 
en los dos cocientes (dependencia y generosidad) determinantes del sistema. Desarrollando el 
Estado del Bienestar y cambiando el modelo productivo existe mucho margen para mejorar la 
sostenibilidad del sistema de pensiones por la vía de los ingresos. Se proponen políticas públicas 
exitosas, ya implementadas por países de nuestro entorno europeo, que aumentarían los puestos 
de trabajo, mejorarían la calidad del empleo y consecuentemente los ingresos de la seguridad 
social. 
Palabras clave: Pensionistas, afiliados, jóvenes, Estado del Bienestar, escuelas de infancia.
The aim of this paper is to show the financial development of the pension system in Spain from 2006 
to 2014 with an especially detailed look at youth employment. The variables that influence the two 
quotients (dependency and generosity) that determine the system are analysed. Developing the 
Welfare State and changing the productive model will provide the margin necessary to improve 
the sustainability of pension systems through income. Successful public policies are proposed, 
which have already been implemented by countries within the European environment, and which 
would increase the number of jobs available, improve employment quality and subsequently 
income contributions to social security.
Keywords: Pensions, ageing, youth employment, labour Policy, employment creation, childcare.




Uno de los mayores cambios que se producirá 
en la Unión Europea durante las próximas 
décadas será el envejecimiento de la población. 
Desde el mundo académico, político y mediático 
se argumenta reiteradamente que debido al 
envejecimiento de la población existirá en 
los sistemas de pensiones de la UE un gran 
desequilibrio entre el número de pensionistas 
y el número de afiliados. Este nuevo escenario 
haría peligrar no solo las pensiones sino el 
crecimiento económico y la sostenibilidad de 
los Estados de Bienestar. 
Estudios realizados en el pasado sobre la 
viabilidad de los sistemas de pensiones se 
equivocaron estrepitosamente (Piñera y 
Weinstein, 1996; Barea et al, 1996; Herce et 
al, 1996) estimando déficit a muy corto plazo 
cuando existió superávit. A mediados de la 
década de los noventa, en un contexto de crisis 
económica, estimaron una población total en 
2010 de 39 a 41 millones de habitantes, un 
dato alejado de los 47 millones reales. También 
estimaron a la baja la población de 15 a 64 años 
en 2010, de 26 a 27 millones de habitantes, cuando en realidad nos encontramos con 
32 millones. Pero lo más alarmante es que 
pronosticaron la quiebra de la seguridad social 
estimando déficit en 2000 (de -0,42 a -1,61 del 
PIB) 2005(de -0,75 a -1,80 del PIB) y 2010 (de 
-0,99 a -2,15 del PIB) cuando realmente existió 
superávit (Recuenco 2014)  
Este tipo de estudios suelen sobreestimar 
los factores demográficos y subestimar las 
variables económicas (Baker and Weisbrot, 
1999; Castles, 2004; Recuenco and Callao, 
2011; Weller, 2004) La demografía es un 
factor importante que influye en el sistema de 
pensiones pero existen muchas más variables 
determinantes, tal como veremos a lo largo de 
este escrito. Que nuestro sistema de pensiones 
haya registrado déficit recientemente tiene 
muy poco que ver con el envejecimiento de 
la población y mucho con el cambio del ciclo 
económico. Si analizamos los últimos 30 
años comprobamos que durante los ciclos 
expansivos de la economía se genera superávit 
mientras que en periodos de crisis, como la 
de mediados de los 90s y la más reciente el 
sistema de pensiones registra déficit.   
El ritmo de crecimiento de la economía es 
muy relevante cuando aumenta el gasto en 
pensiones. El número de pensiones aumentó 
de 7.555.230 en 1999 a 8.227.243 en 2006. 
Sin embargo, supuso un menor gasto: en 1999 
invertíamos el 9,6% del PIB en pensiones 
mientras que en 2006 el 8,9%. Esta evolución 
se debió a que el crecimiento de la economía 
fue de mayor intensidad que el incremento 
del número de pensiones (Recuenco 2014) 
Respecto a la anterior evolución, en los 
próximos apartados mostraremos que el 
entorno económico ha sido justamente el 
contrario: crisis económica y reducción de los 
ingresos por cotizaciones como consecuencia 
de una menor afiliación y mayor precarización 
del tipo de contratos.              
El sistema de pensiones públicas en España se 
denomina sistema de reparto. En un sistema 
de reparto existe un principio de solidaridad 
intergeneracional. Los trabajadores en activo 
y los empresarios cotizan para financiar 
las prestaciones de las personas que están 
cobrando una pensión en ese mismo momento. 
Una forma sencilla de calcular en gasto en 
pensiones respecto al PIB es utilizando dos 
cocientes, el de dependencia y el generosidad 
del sistema. 
El denominador del cociente de dependencia 
considera la cantidad de puestos de trabajo 
mientras que en el cociente de generosidad 
contempla la calidad del empleo. Teóricamente 
cuando aumenta la productividad media se 
incrementan los salarios y consecuentemente 
las bases de cotización crecen, aumentando 
los ingresos del sistema. Las cuatro variables 
del cociente de dependencia y de generosidad 
están interrelacionadas. Más afiliados a la 
seguridad social hoy implica que en el futuro 
nos encontraremos con más individuos 
que acumulan derechos para percibir una 
pensión. De la misma forma, la relación entre 
la productividad media y la pensión media 
depende del ciclo laboral de los trabajadores. 




2. Cociente de dependencia y 
cantidad de puestos de trabajo.
En este apartado analizamos la evolución 
reciente de las principales variables que 
influyen en el cociente de dependencia, es decir, 
la relación entre el número de pensionistas y el 
número de afiliados. En los sistemas de reparto 
es muy relevante el porcentaje de población 
activa que está afiliada a la seguridad social. 
Muestra por un lado, la cobertura protectora 
de la población en edad de trabajar y por 
otro la evolución de los posibles cotizantes 
(Jiménez, 2005). Son variables que influyen en 
la estabilidad o en el desequilibrio del sistema. La Tabla 1 muestra un crecimiento de la 
población activa total desde 2006 hasta 2012 
y a partir de entonces retrocede ligeramente 
hasta el 2014. Paralelamente, el porcentaje de 
afiliados respecto a la población activa total ha 
descendido progresivamente desde un 86% 
en 2006 al 72% en 2014.  Pero si analizamos 
los datos desagregados, por grupos de edad, 
en el mismo periodo analizado, comprobamos 
una realidad muy diferente. El número de 
jóvenes activos se ha reducido un 30% y a la 
vez el sistema ha perdido más de dos millones 
de afiliados en esta segmento poblacional. El 
porcentaje de jóvenes afiliados en la seguridad 
social respecto a los activos disminuye 
espectacularmente desde un 79% en 2006 
hasta un 59% en 2014. 
Tabla 1  Relación entre población activa y número afiliados.
Año Población Activa Afiliados Porcentaje
Total >29 Jóvenes Total >29 Jóvenes Total >29 Jóvenes
2006 21.780,0 15.806,8 5.628,1 18.770,2 14.299,9 4.466,6 86,1 90,4 79,3
2007 22.426,1 16.469,3 5.573,8 19.195,7 14.823,3 4.369,3 85,5 90,0 78,3
2008 23.065,6 17.173,1 5.516,5 18.305,6 14.576,9 3.727,5 79,3 84,8 67,5
2009 23.260,4 17.665,6 5.215,5 17.803,8 14.526,2 3.276,8 76,5 82,2 62,8
2010 23.364,6 18.033,5 4.899,0 17.478,0 14.509,5 2.968,3 74,8 80,4    60,5
2011 23.434,1 18.345,0 4.604,2 17.111,7 14.394,7 2.716,8 73,0 78,4 58,9
2012 23.443,7 18.553,1 4.333,1 16.332,4 13.972,8 2.359,4 69,6 75,3 54,4
2013 23.190,1 18.527,8 4.067,8 16.258,0 13.972,9 2.284,9 70,1 75,4 56,1
2014 22.954,6 19.034,5 3.920,0 16.651,8 14.323,8 2.327,9 72,5 75,2 59,3
En miles. Fuentes: EPA y Seguridad Social. Afiliados total del sistema último día de Diciembre. Población 
activa: media de los cuatro trimestres del año.  Total: Todos los grupos de edad.  >29: 30 años en adelante. 
Jóvenes: de 16 a 29 años.
Un aspecto interesante de los datos es que la 
población activa de más de 29 años aumenta en 
el periodo considerado un 20% y el número de 
afiliados se mantiene prácticamente constante 
en torno a los 14 millones. El porcentaje de 
afiliados de más de 30 años sobre la población 
activa de este grupo de edad ha pasado del 
90% en 2006 al 75% en 2014.            Los datos de la Tabla 1 muestran un 
empeoramiento de la cobertura protectora 
de todos los grupos en edad de trabajar pero 
especialmente entre los jóvenes. También 
una reducción de la capacidad de obtención 
de recursos del sistema de pensiones, como 
consecuencia de la caída del número de 
afiliados, principalmente entre los jóvenes. 
Dado que después de las reformas más 
recientes aumentan los años para poder 
percibir una pensión contributiva y que los jóvenes encuentran trabajo estable cada 
vez más tarde, no estar afiliado durante la 
crisis, supone mayores probabilidades de ver 
mermadas sus pensiones cuando se jubilen. 
Anteriormente hemos analizado el 
denominador del cociente de dependencia, 
en la  Tabla 2, estudiamos tanto el numerador 
como el denominador. Los datos presentados 
en la Tabla 2  muestran una evolución muy 
negativa del cociente de dependencia desde el 
año 2008 al 2014. La reducción del número de 
afiliados durante este periodo va acompañada 
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Tabla 2 Relación entre número de afiliados y número de pensionistas.
Año Afiliados Pensionistas Porcentaje
2006 18.770,2 7.499,2 2,5
2007 19.195,7 7.591,5 2,5
2008 18.305,6 7.709,5 2,3
2009 17.803,8 7.836,1 2,2
2010 17.478,0 7.957,1 2,1
2011 17.111,7 8.066,5 2,1
2012 16.332,4 8.190,9 1,9
2013 16.258,0 8.323,9 1,9
2014 16.651,8 8.439,4 1,9
En miles. Fuente: Seguridad Social. Afiliados total del sistema último día de Diciembre. Pensionistas que 
perciben pensiones contributivas del sistema de la Seguridad Social.
del aumento del número de pensionistas. 
Concretamente desde el año 2008 hasta el 
2014 el número de afiliados se reduce un 9% 
y paralelamente aumenta un 9% el número de 
pensionistas. La consecuencia es una evolución 
desfavorable del cociente de dependencia que 
pasa de 2,5 afiliados por pensionista en 2006 
a 1,9 en 2014. La información aportada en 
la Tabla 2 muestra la misma tendencia que 
la Tabla 1: un empeoramiento de los datos 
que inciden negativamente en la estabilidad 
financiera del sistema de pensiones.     
Una reducción del número de afiliados, 
acompañada de un aumento del número de 
pensionistas, puede compensarse con salarios 
más elevados ya que mejoran las cotizaciones 
sociales y los ingresos del sistema. Como 
veremos a continuación, esta circunstancia no 
se cumple.       
3. Cociente de generosidad y 
calidad de los puestos de trabajo
La Tabla 3 ofrece información sobre los ingresos 
por cotizaciones y los gastos del sistema desde 
el 2008 hasta 2014. Ambas variables están 
estrechamente relacionadas con las tablas 
anteriores aunque con un matiz importante. 
Lo ingresos por cotizaciones dependen del 
número de afiliados pero también de las 
bases de cotización. Estas últimas se ven 
condicionadas por los salarios, por la calidad 
del empleo o por el tipo de contrato de los 
trabajadores, tema que será abordado a partir 
de la Tabla 4. 
Tabla 3 Ingresos por cotizaciones y gasto en pensiones. 
Año Ingresos * Gastos * Pensión 
media
PIB Cotizaciones/PIB Gastos/PIB
2008 108.103,7 88.035,8 1020 1.116.207 9,6 % 7,8 %
2009 106.522,9 95.334,1 1066 1.079.034 9,8 % 8,8 %
2010 105.491,0 97.315,4 1100 1.080.913 9,7 % 9,0 %
2011 105.311,6 101.084,6 1135 1.075.147 9,7 % 9,4 %
2012 101.059,1 103.948,8 1112 1.055.158 9,5 % 9,8 %
2013 98.210,2 108.985,9 1132 1.049.181 9,3 % 10,3 %
2014 102.839,9 114.268,7 1143 1.058.469 9,7 % 10,7 %
Fuentes: INE (PIB) Presupuestos Seguridad Social (ingresos y gastos). Ingresos: por cotizaciones. Gastos: de 
pensiones contributivas y no contributivas. Suponen más del 70% de los gastos de la seguridad social. PIB 
a precios de mercado. Pensión media: De jubilación del Régimen General. A partir del 2013, las pensiones 
no contributivas corren a cargo de los Presupuestos Generales del Estado. Se financian mediante impuestos 
y otros ingresos con los que cuenta el Estado para financiar sus gastos. En 2012 se invirtió 6.000 millones 
de euros  en concepto de pensiones y prestaciones no contributivas. * Millones de euros. Pensión media 
(euros/mes)
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La Tabla 3 muestra que los ingresos por 
cotizaciones decrecen desde el 2008 hasta el 
2013 y paralelamente los gastos en pensiones 
aumentan de forma considerable pero hasta el 
2014. Durante el periodo analizado la pensión 
media crece anualmente, excepto en 2012, año 
a partir del cual el crecimiento de esta variable 
es muy moderado. Paralelamente el PIB se 
mantiene prácticamente estancado. Desde el 
2008 al 2014 los ingresos por cotizaciones 
respecto al PIB también registran una 
evolución prácticamente de estancamiento, 
entre un 9,3% y un 9,7%, mientras que los 
gastos en pensiones pasan de un 7,8% del PIB 
a un 10,7% en el mismo periodo analizado.  
Durante los últimos tres años los ingresos por 
cotizaciones han sido insuficientes para poder 
pagar las pensiones. El gobierno ha afrontado 
el desequilibrio financiero retirando del fondo 
de reserva más de 32.000 millones de euros y 
de esta forma ha podido abonar las pensiones. Este escenario contrasta con la evolución de 
estas variables (ingresos y gastos) en el pasado. 
Tal como se ha comentado en la introducción, el 
número de pensionistas y el gasto en pensiones 
se incrementó considerablemente, aunque no 
aumentó el porcentaje del gasto respecto al 
PIB puesto que el ritmo del crecimiento de la 
economía era muy elevado.  La Tabla 4 recoge la evolución desde el 2007 al 
2014 de los afiliados según las características 
del contrato, el tipo de jornada laboral y en 
relación a su composición, bien sean jóvenes 
o el conjunto de los trabajadores. Respecto 
al conjunto de trabajadores afiliados con 
contrato indefinido y con jornada a tiempo 
completa, este tipo de contratación se redujo 
un 15 % entre 2007 y 2014. Mientras que entre 
los jóvenes, en el mismo periodo, la caída de 
los contratos indefinidos con jornada a tiempo 
completa ha sido muy espectacular: un 63 %. 
Es decir, pasa de un millón cuatrocientos mil 
afiliados en 2007 a quinientos mil en 2014. 
Tabla 4 Evolución afiliados por tipo de contrato

















1.326,7 298,9 1.631,0 252,3 23 % - 15 %
Temporal jornada 
completa
3.729,0 1.374,9 1.970,8 416,6 - 47 % - 69 %
Temporal jornada parcial 1.226,0 496, 8 1.433,9 454, 4 16 % -8 %
Fuente: Seguridad Social y elaboración propia.
Afiliados mes de Diciembre del régimen general (excluidos los sistemas especiales agrario y de empleados de 
hogar) No se incluyen a los autónomos, a los afiliados fijos discontinuos y a los de aprendizaje de formación 
y prácticas.
Jóvenes: de 16 a 29 años.
En relación al conjunto de trabajadores con 
contrato indefinido pero a tiempo parcial, en el 
periodo considerado, estos aumentan un 23% 
en esta modalidad contractual. Sin embargo, 
en 2014 hay un 15% menos de jóvenes con 
contrato indefinido a tiempo parcial que en 
2007.
En el mismo periodo analizado hay una 
reducción muy importante del número de 
trabajadores afiliados con contrato temporal y 
jornada a tiempo completa: 47% en el conjunto 
de trabajadores y un 69% entre los jóvenes. Es 
decir, se pasa de 3.7 millones a 1.9 millones 
en el conjunto de los trabajadores y de 1.3 
millones a 400 mil entre los jóvenes. Respecto 
al conjunto de afiliados con contrato temporal 
y jornada a tiempo parcial estos aumentan un 
16% mientras que entre los jóvenes disminuye 
este tipo de afiliación un 8 %.             
En 2014, en relación al conjunto de los 
trabajadores, de los 3 millones de afiliados 
con jornada a tiempo parcial el 47% son 
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temporales. Mientras que entre los jóvenes de 
los 706 mil afiliados con contratos a tiempo 
parcial el 64% son temporales, es decir, el 
empleo de los jóvenes es muy precario. La evolución de los datos anteriores 
muestra que durante la crisis se ha 
precarizado  desproporcionadamente   el 
empleo del conjunto de los trabajadores, 
pero especialmente entre los jóvenes. Esta 
precarización de los puestos de trabajo es 
muy perjudicial para los ingresos del sistema 
de pensiones en la actualidad. Detrás de esta 
evolución existen implicaciones muy negativas 
para las pensiones de los trabajadores que 
se acercan a la edad de jubilación legal, pero 
especialmente respecto a los derechos que dejan de acumular los jóvenes durante esta 
crisis, que condicionarán sus pensiones 
futuras.  
4. Resumen resultados.
En España las pensiones se financian 
principalmente a través de las cotizaciones 
a la seguridad social, un impuesto que por el 
momento solo grava las rentas del trabajo.  Los 
datos presentados muestran una evolución 
favorable del número de afiliados hasta 2007, tanto del conjunto de trabajadores como de 
los jóvenes. Hasta ese año, se incrementaba 
el número de personas afiliadas, mejoraba 
la productividad y los salarios también se 
acrecentaban mejorando los ingresos por 
cotización social. Este contexto económico 
permitió financiar la incorporación de nuevos 
pensionistas al sistema y los aumentos de las 
pensiones medias. 
A partir de 2008, con la crisis económica, se 
invierte la tendencia anterior y tal como se 
ha mostrado anteriormente, las principales 
variables que componen tanto el cociente 
de dependencia como el de generosidad 
empeoran espectacularmente. De las 
variables analizadas, destaca especialmente, 
la evolución muy negativa de la afiliación y 
del tipo de contratación entre los jóvenes. 
Los datos presentados anteriormente, 
muestran que existe una proporción muy 
elevada de jóvenes que ya no están afiliados 
o bien permanecen empleados en trabajos 
precarios. Este segmento de la población, 
podría estar cotizando a la seguridad social 
o bien disponer de contratos laborales de 
mayor calidad, contribuyendo en la reducción 
del desequilibrio financiero del sistema de 
pensiones. El sistema de pensiones durante la 
crisis es un reflejo de nuestro mercado laboral.
Es urgente implementar políticas que mejoren 
las condiciones laborales de los jóvenes y 
del conjunto de la población y que a la vez 
permitan mejorar los ingresos de la seguridad 
social a corto, medio y largo plazo. Tema que 
analizaremos en el próximo apartado.    
5. Propuestas para mejorar la 
sostenibilidad futura del sistema 
de pensiones.
En los apartados anteriores hemos estudiado la evolución reciente de nuestro sistema 
de pensiones. A continuación se analiza la 
sostenibilidad del sistema de pensiones a 
medio y largo plazo. En muchas de las reformas 
implementadas en Europa, se intenta mejorar 
la sostenibilidad de las pensiones, incorporado 
o modificando determinados parámetros 
sin cambiar profundamente su estructura 
(Zubiri, 2003): retrasar la edad de jubilación, 
incrementar tanto los años mínimos para el 
cálculo de la pensión como para poder acceder 
a la pensión completa, o incluso aumentar las 
penalizaciones por jubilación anticipada. 
Este tipo de reformas persiguen contener el 
gasto futuro o bien reducirlo disminuyendo las 
pensiones. Después de las profundas reformas 
implementadas por el gobierno de José Luis 
Rodríguez Zapatero (Ley 27/2011) y la más 
reciente de Mariano Rajoy (Ley 23/2013) el 
gasto futuro en pensiones respecto al PIB no 
será muy elevado a medio y largo plazo. 
Según la Actualización del Programa de 
Estabilidad 2014-2017 que el gobierno envío 
a Bruselas en 2014 España invertiría en 2050 
un 10,5% del PIB en pensiones (González y 
Suárez, 2014). Sin embargo, según los últimos 
datos de Eurostat (2012) el gasto que hoy 
realizan países de nuestro entorno europeo 
en pensiones es superior al que tendría que 
destinar nuestro país en 2050. Por ejemplo, 
Italia invierte el 16% del PIB en pensiones, 
15% en Austria, 15% en Francia, 14% en 
Dinamarca o 13% en Finlandia. También es 
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relevante destacar que la riqueza de España 
en 2050 será muy superior. The 2012 Ageing 
Report estima que el PIB de nuestro país en 
2050 se habrá duplicado (Recuenco, 2014).
Según los datos anteriores sobre el gasto 
futuro y las propuestas de políticas públicas 
expuestas a continuación, España dispone de 
mucho margen, más que otros países europeos, 
para mejorar la sostenibilidad del sistema de 
pensiones, aumentando los ingresos (Recuenco 
y Callao 2011) Para conseguir este objetivo es necesario desarrollar el Estado del Bienestar 
y cambiar el modelo productivo, en lugar de 
reducir los gastos, reduciendo las pensiones 
de los jubilados en el futuro (Recuenco, 2014 
; Navarro y Torres, 2013). 
Las decisiones sobre las políticas públicas 
más acertadas deben considerarse teniendo 
en cuenta el contexto institucional y la 
realidad socioeconómica de los diferentes 
países. Las propuestas sobre como abordar la 
sostenibilidad futura del sistema de pensiones 
tienen que ser diferentes según el país en el 
que nos encontremos. 
En el caso de los países del norte de Europa 
como Suecia, Dinamarca y Finlandia, dado que 
ya disponen de modelos económicos y sociales 
muy desarrollados (y avanzados), necesitarán 
unas soluciones distintas a las que requieren 
los países del Sur de Europa. Portugal, Grecia 
y España, tienen mercados laborales muy 
precarios, una participación de la mujer en 
el mercado laboral baja, especialmente en 
el grupo de edad de 55 a 64 años, y las tasas 
de fecundidad más bajas de la UE-15. Esta 
última variable es muy importante respecto 
al cociente de dependencia del sistema de 
pensiones, tal como veremos un poco más 
adelante.    
La mala noticia para España es que existe 
una gran distancia y un largo camino por 
recorrer para poder converger con los países 
del norte de Europa.  La buena noticia es que 
las posibilidades y las políticas para mejorar 
la viabilidad del sistema de pensiones por 
la vía de los ingresos, en lugar de reducir los 
gastos (pensiones) serán mucho más amplias 
(Recuenco y Callao, 2011)
Las propuestas de políticas públicas que se 
presentan a continuación están orientadas a aumentar los ingresos de la seguridad 
social. Consideran, por un lado, los cambios 
demográficos presentes y futuros que influyen 
en el sistema de pensiones y por otro, tienen 
muy presente aquellas políticas públicas que 
destacan por sus retornos económicos, tanto 
en ámbito de las cotizaciones sociales como de 
los ingresos del estado. 
5.1 Eje estratégico modelo social.
Dos indicadores que se utilizan habitualmente 
para conocer el nivel de desarrollo de un Estado del Bienestar es el gasto social invertido (bien 
sea respecto al PIB o por habitante) y el número 
de personas que están empleadas en el sector 
público. Respecto a esta última variable, a 
47
través de los medios de comunicación se insiste 
reiteradamente que en España existen  muchos 
funcionarios. Si analizamos la información 
que recoge el Gráfico 1 comprobamos que 
los datos muestran todo los lo contrario. Nos 
posicionamos muy por debajo de la media de la 
OCDE en cuanto al porcentaje de trabajadores 
empleados en el sector público respecto al 
conjunto de trabajadores.    
Respecto al gasto social, según Eurostat, 
España invierte en gasto social 6.000 euros 
por habitante (en unidades paridad de 
compra) frente a 10.000 en Dinamarca, 
10.000 en Austria, 9.000 en Francia, 9.000 en 
Finlandia y  7.700 en Italia. La literatura sobre 
el crecimiento comparativo del empleo en el 
sector servicios ha mostrado la posición central 
de los Estados de Bienestar (Esping-Andersen, 
1990) Los Estados del Bienestar modernos 
ya no son exclusivamente mecanismos de 
provisión de servicios sociales, en muchos 
casos se han convertido en dinamizadores de 
la creación de empleo (Esping-Andersen 1990 
; Pierson, 2006)  Los Estados del Bienestar modernos mantienen 
la demanda laboral empleando a ciudadanos 
en la sanidad, educación y en la atención a la 
dependencia. Facilitan la conciliación laboral 
y familiar de las mujeres (especialmente en 
los países del norte de Europa) a través de 
políticas de ayuda a la familia. La expansión 
del Estado de Bienestar ha sido claramente 
un factor decisivo en el incremento de la 
participación de las mujeres en el mercado 
laboral (Pierson 2006) EE.UU. paradigma de la 
creación del empleo en el sector privado, con 
un Estado del Bienestar poco desarrollado en 
términos comparativos, mira hacia Europa y a 
su Estado del Bienestar para aumentar la tasa 
de participación de la mujeres en el mercado 
laboral (Claire Cain and Liz Alderman 2014)
Según Eurostat, en España la tasa de ocupación 
de las mujeres de entre 20 a 64 años representa 
el 58 %, siendo un valor muy reducido respecto 
a sus homólogas europeas. En Dinamarca el 75 
% de las mujeres de entre 20 y 64 años están 
ocupadas, 75 % en Austria, 69 % en Francia, 73 
% en Finlandia, 59 % en Italia o bien el 67 % en 
la UE-17. Uno de los motivos principales por 
los cuales la tasa de ocupación de las mujeres 
españolas es tan reducida está relacionado 
con la reducida inversión que realiza nuestro 
estado en políticas de ayuda a la familia.   
La política estrella que permitiría aumentar 
los ingresos del sistema de pensiones y 
mejorar su sostenibilidad futura, es la escuela 
de infancia de 0 a 3 años. Esta política pública 
influye positivamente en los cocientes de 
dependencia y de generosidad del sistema de 
pensiones. Además es una política social de 
ayuda a la familia que destaca por sus retornos 
económicos a corto, medio y largo plazo.  
A corto plazo, si generáramos una extensa 
red pública de escuelas de infancia de 0 a 3 
años crearíamos muchos puestos de trabajo 
directos, especialmente entre mujeres. Estos 
puestos de trabajo además de generar nuevos 
cotizantes llevarían asociados la creación 
empleos indirectos, ya que las mujeres 
acabarían externalizando trabajos que ellas 
mismas hacían el hogar. En España existe una 
relación estadística positiva entre el grado de 
cobertura de las escuelas infantiles a escala 
provincial y la participación laboral femenina 
(Baizán y Gónzález,  2007 ). Además, muchas 
mujeres que tienen hijos, o que desearían 
tenerlos, no tendrían porque interrumpir 
durante mucho tiempo su ausencia del 
mercado laboral (Baizán y Gónzález,  2007) y 
de esta forma no se les penalizaría respecto a 
sus cotizaciones. 
A medio plazo, aumentaríamos las tasas 
de fecundidad, ya que las mujeres podrían 
conciliar mucho mejor la vida familiar y 
la profesional (Esping-Andersen, 2013) y 
consecuentemente crecería el denominador 
del cociente de dependencia, factor importante 
para sostenibilidad futura de las pensiones. 
A largo plazo, al mejorar el desarrollo 
cognitivo y las habilidades de los niños en 
edades tempranas, favoreceríamos el capital 
humano. De esta forma existen mayores 
probabilidades de aumentar la productividad 
futura y consecuentemente acrecentaríamos 
los salarios, las bases de cotización de la 
seguridad social y mejoraría la sostenibilidad 
de las pensiones. En este ámbito estaríamos mejorando el denominador del cociente de 
generosidad. 
El envejecimiento de la población, se suele 
presentar como un problema para el Estado del 
Bienestar, ya que supuestamente aumentará el 
gasto en pensiones y en el sistema sanitario. 
Pero es una gran oportunidad para generar 
muchos puestos de trabajo, en servicios de 
atención a la dependencia de las personas 
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mayores. Es importante crear nuevos empleos. 
Pero no solo estableciendo nuevos puestos de trabajo mejoramos la viabilidad del sistema 
de pensiones, sino que también es muy 
importante que las condiciones del trabajo 
sean de calidad y se incrementen los salarios, 
ya que el sistema de pensiones es el reflejo del 
mercado laboral. Los puestos de trabajo en el 
Estado del Bienestar suelen ser empleos de 
calidad.     
En definitiva, un retraso tan importante de 
nuestro Estado de Bienestar, en el área de 
las políticas sociales de ayuda a la familia, 
está teniendo consecuencias muy negativas 
tanto para la economía como respecto a los 
dos cocientes que influyen en el sistema de 
pensiones.       
5.2 Eje estratégico modelo productivo.
La expansión de nuestro Estado del Bienestar 
en el ámbito de las políticas de ayuda a la 
familia, junto con un cambio de nuestro 
modelo productivo, son dos de las asignaturas 
pendientes de nuestro país. Estas dimensiones 
son muy importantes para mejorar los ingresos 
de nuestro sistema de pensiones. Un modelo 
productivo orientado hacia la innovación y la 
invención de productos de alto valor añadido 
conlleva la creación de nuevos yacimientos de 
empleo de mayor calidad y, consecuentemente, 
de cotizaciones a la seguridad social más 
elevadas. Además, unos retornos económicos 
muy importantes vía incrementos de la 
productividad, afectando positivamente al 
denominador del cociente de generosidad. 
España se sitúa a la cola de la UE-15 en 
inversión pública y privada en I+D respecto 
a su PIB y también en relación al número de 
patentes registradas por año. Nuestro modelo 
productivo está basado en los salarios bajos, 
acompañado de un mercado laboral precario 
y en el que destacan las trayectorias laborales 
discontinuas. Todo ello redunda negativamente 
en los ingresos por cotizaciones sociales. 
Justamente, los países que más invierten en 
I+D son los que registran un mayor número de 
patentes. 
El cambio del modelo productivo debe ir 
acompañado de una expansión del Estado del 
Bienestar. La mejora del modelo productivo 
tiene consecuencias en el modelos social y 
al contrario, es decir, son dimensiones que 
se complementan (Recuenco, 2010). En los 
informes sobre competitividad comprobamos 
que los países con un Estado de Bienestar 
más desarrollado se posicionan entre los 
más competitivos del mundo y paralelamente 
ofrecen los estándares de calidad de vida más 
elevados dentro de los países más avanzados 
(The Global Competitiveness Report, 2014).
Una convergencia europea de nuestro 
modelo social y económico proporcionaría 
unos instrumentos macroeconómicos muy 
importantes para aumentar los ingresos del 
estado,  los ingresos por cotizaciones sociales 
y de mejorara respecto a la sostenibilidad del 
sistemas de pensiones en el futuro. 
6. Conclusiones.
A corto plazo, los datos aportados muestran 
que durante la crisis la cobertura protectora 
del sistema de pensiones para la población 
activa ha disminuido, tanto para el conjunto de 
la población como para los jóvenes. En cuanto a 
los ingresos del sistema de pensiones, estos se 
han reducido ya que ha disminuido el número 
de afiliados del conjunto de la población, pero 
especialmente entre los jóvenes. Respecto a los 
gastos del sistema, estos han aumentado, ya que 
la pensión media y el número de pensionistas 
ha seguido una progresión ascendente. 
Durante la crisis se ha precarizado tanto en 
el ámbito del tipo de contrato como en las 
características de jornada laboral, para el 
conjunto de los trabajadores afiliados, pero 
especialmente entre los más jóvenes. Esta 
evolución del tipo de afiliación también ha 
influido negativamente en los ingresos por 
cotizaciones del sistema. Todo ello tiene 
un efecto perjudicial para los derechos 
acumulados por parte de los trabajadores 
que se acercan a la edad de jubilación legal y 
especialmente respecto a las pensiones futuras 
de los jóvenes. 
Respecto al largo plazo, España tendría que 
invertir en 2050 un 10,5% en pensiones. 
Este gasto representa una cuantía inferior a 
la que hoy realizan países de nuestro entono 
europeo. Dado que después de las reformas 
Ley 27/2011 y Ley 23/2013 el gasto en 
pensiones en el futuro no será muy elevado, 
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la alternativa para mejorar la sostenibilidad 
del sistema en el futuro pasa por la vía de 
los ingresos, en lugar de reducir aun más los 
gastos (pensiones). España dispone de mucho 
margen para mejorar la sostenibilidad del 
sistema de pensiones. Más que otros países 
de nuestro entorno europeo con Estados del 
Bienestar más desarrollado y con modelos 
productivos más avanzados. 
La mejora de nuestro modelo social y 
económico incidiría muy positivamente en los 
dos cocientes que influyen en nuestro sistema 
de pensiones. Un cambio de nuestro modelo 
productivo basado en mayor inversión en 
I+D (público y privado) potenciaría nuevos 
yacimientos de empleo de mayor calidad 
y consecuentemente las cotizaciones a la 
seguridad social serían más elevadas
El desarrollo de nuestro Estado del Bienestar, 
especialmente en políticas de ayuda a la familia 
y más concretamente en escuelas de infancia 
de 0 a 3 años tendría un efecto muy positivo en 
los cocientes de dependencia y de generosidad 
del sistema. España dispone de mucho margen 
para aumentar los ingresos de la seguridad 
social. Mejorando la prosperidad económica y 
social del país se avanza en la sostenibilidad de 
nuestro sistema de pensiones a largo plazo.
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